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    La guerra y santa Cruzada y la consiguiente aplicación de la justicia para el crimen -que ha de serlo por la legítima autoridad, nunca por ilícita venganza privada- ha sido una operación quirúrgica en el cuerpo social de España, y España se ha salvado... (Enrique Pla y Deniel: El triunfo de la ciudad de Dios y la resurrección de España, 21 de mayo de 1939).


    Termine ya ese terror que ha venido actuando en la sombra. Que sea el tribunal del pueblo quien, a plena luz, con plena responsabilidad, depure lo que depuración necesite. Y si ha de caer sangre, si hay que matar, que todos vean y comprendan que tales muertes las necesita la tranquilidad del pueblo laborioso. Entonces todos los hombres dignos, progresivos, se identificarán con esta especie de profilaxis social... («Profilaxis social», Solidaridad Obrera. AIT, Órgano de la CNT de Cataluña. Portavoz de la CNT de España, Barcelona, 30 de agosto de 1936, p. 1).


    Los reos de la rebelión militar serán castigados... Con la reclusión perpetua a muerte... los que se adhieran a la rebelión en cualquier forma que lo ejecuten y los que valiéndose del servicio oficial que desempeñen, propalen noticias o ejecuten actos que puedan contribuir a favorecerla (Código de Justicia Militar, 1890, art. 238, 2).


    

    

    

    

    INTRODUCCIÓN: MUERTE Y RECLUSIÓN CONTRA LOS REBELDES. LA CUESTIÓN DE LAS FUENTES


    

    

    

    En todo estudio sobre la represión efectuada en España durante la Guerra Civil y la inmediata posguerra se han de tener en cuenta dos cuestiones previas: primera, el desencadenamiento de la misma dentro del marco creado por el estallido de la Guerra Civil; y segunda, la mistificación y el uso improcedente del concepto de rebelión militar por los militares alzados contra la República, hasta el punto de que éstos calificaron, acusaron y condenaron como rebeldes a los que se habían mantenido leales a los poderes legalmente constituidos. La Guerra Civil, como se sabe, comenzó en julio de 1936 con la rebelión de un sector importante del ejército dirigido por los generales Mola, Franco, Queipo de Llano, Goded y Fanjul, al que se adhirieron organizaciones políticas y grupos antirrepublicanos y de la extrema derecha que habían intervenido previamente en la formación de la trama. La rebelión se dirigía contra las instituciones republicanas y el gobierno formado como resultado de las elecciones generales de febrero del mismo año; en consecuencia, la subversión protagonizada por los militares y las organizaciones y grupos de la extrema derecha pretendía adueñarse del poder y alterar los fundamentos del Estado. Ante este marco no cabe ninguna duda de que la legalidad se hallaba de parte de la República.


    La rebelión militar, primero, y la Guerra Civil, después, propiciaron una intensa represión en ambos bandos enfrentados, por lo que la represión en la Guerra Civil presenta una doble cara: la republicana, prioritariamente defensiva, para preservar el orden legalmente constituido, y que se ejecutó, dentro del ejército, para reducir o eliminar a los afines o simpatizantes de los rebeldes, y en la retaguardia, contra la población civil de tendencia antirrepublicana y derechista; la otra cara corresponde a la efectuada por los rebeldes y ejecutada también con propósito semejante en el ejército y en la retaguardia contra la población civil.


    Los militares alzados eran conscientes de lo que suponía su rebelión y de que alcanzar su objetivo implicaba una gravísima ilegalidad; de ahí las mistificaciones urdidas para justificar su levantamiento. En un texto de finales de mayo de 1936, el general Mola unía represión y mistificación de la siguiente forma:


    ... Se tendrá en cuenta que la acción ha de ser en extremo violenta para reducir lo antes posible al enemigo, que es fuerte y bien organizado. Desde luego, serán encarcelados todos los directivos de los partidos políticos, sociedades o sindicatos no afectos al movimiento, aplicándose castigos ejemplares a dichos individuos para estrangular los movimientos de rebeldía o huelgas1.


    El general Goded era aún más explícito en el bando de declaración del estado de guerra en las Islas Baleares. Decía en el artículo 3.º:


    Resuelto a mantener inflexiblemente mi autoridad y el orden, será pasado por las armas todo aquel que intente, en cualquier forma de obra o de palabra, hacer la más mínima resistencia al Movimiento Salvador de España2.


    Estas primeras mistificaciones de «movimiento salvador» se relacionan con la propalación del bulo de la inminente revolución comunista que iba a estallar en España3.


    La intención de justificar la rebeldía contra la legalidad republicana, e incluso de legitimarla por el procedimiento antidemocrático de los hechos consumados, condujo a los militares, a los jueces y a la jerarquía eclesiástica a posiciones teóricas y doctrinales de absoluta irracionalidad. Un ejemplo de estas posiciones se halla en un considerando de una sentencia pronunciada en Medina del Campo (Valladolid), a finales de 1936 (Causa 1010 de 1936), redactado de la siguiente forma:


    ... Desde el momento en que el ejército se alzó en armas el 17 de julio último, adquirió de hecho y derecho el poder legítimo, lo mismo en su origen que en su ejercicio y, por consiguiente, convierte en rebeldes a todos los que a dicho movimiento se oponen...4.


    Este texto es sólo el reflejo, aunque muy significativo por la fecha tan temprana en que se dictó, de un fenómeno jurídico que desbordó el cauce de la coherencia intelectual alterando radicalmente el contenido del concepto de rebelión militar. A pesar de lo cual este considerando se convirtió en un axioma que se aplicó en todos los Consejos de guerra celebrados por los militares franquistas tanto en la Guerra Civil como en la posguerra. El fundamento último del mismo lo han sustentado tradicionalmente los militares en el artículo segundo de la vieja ley constitutiva del ejército de 29 de noviembre de 1878 que dice así:


    La primera y más importante misión del Ejército es sostener la independencia de la patria, y defenderla de enemigos exteriores e interiores5.


    El Código de Justicia Militar en vigor en los años de la II República decía respecto al delito de rebelión militar:


    Son reos del delito de rebelión militar los que se alcen en armas contra la Constitución del Estado republicano, contra el Presidente de la República, la Asamblea Constituyente, los Cuerpos colegisladores o el Gobierno provisional y legítimo, siempre que lo verifiquen concurriendo alguna de las circunstancias siguientes... (Código de Justicia Militar, 1932, art. 237).


    Pues bien, los que se habían rebelado contra las instituciones del Estado, con el ánimo de subvertir sus fundamentos y adueñarse del poder, impusieron su justicia por la fuerza y la administraron aplicando los mismos códigos y, en consecuencia, declarando rebeldes a los que se habían mantenido leales. Una de las claves del proceso se encuentra en otro considerando que aparece reiteradamente en las sentencias dictadas por los Consejos de Guerra, en el que se dice:


    Considerando que los hechos relatados en el primer resultando son constitutivos de un delito de adhesión a la rebelión, previsto y sancionado en el art. 238, 2.º, del Código de Justicia Militar, en relación con los Bandos declarativos del estado de guerra, y del que es responsable en concepto de autor el procesado, a quien en el resultando se hace mención...


    Así pues, en los bandos declarativos del estado de guerra se hallaba, a juicio de los militares que se sublevaron, el origen legal de su poder. En efecto, en la Ley de Orden Público de 1933 (Gaceta de Madrid, del 30 de julio) se establecía que, en el caso de declaración del estado de guerra, la autoridad militar sería la encargada de mantener la paz pública y de castigar a los culpables a través de la jurisdicción militar (arts. 48 y 57), quedando la autoridad civil sujeta a la primera en lo referente al orden público (art. 56). En todo caso, las autoridades militares tenían que permanecer dentro de la legalidad republicana, pero con la rebelión militar de julio de 1936 se situaron fuera y perdieron la legitimidad6.


    Asimismo, la jerarquía eclesiástica trató de justificar la rebelión militar y de legitimar el poder ocupado por los militares, acudiendo a los textos de los maestros escolásticos y actualizando para la ocasión la teoría de la licitud del tiranicidio. Monseñor Pla y Deniel, obispo de Salamanca, partidario de los militares rebeldes y de la causa del general Franco, escribía al respecto en su carta pastoral Las dos ciudades, de finales de septiembre de 1936:


    Si en la sociedad hay que reconocer una potestad habitual o radical para cambiar un régimen cuando la paz y el orden social, suprema necesidad de las naciones, lo exija, es para Nos clarísimo... el derecho de la sociedad no de promover arbitrarias y no justificadas sediciones, sino de derrocar un gobierno tiránico y gravemente perjudicial a la sociedad, por medios legales si es posible, pero si no lo es, por un alzamiento armado...


    Al argumento filosófico, por si no fuera suficiente, el mismo obispo unía el teológico pronunciando el anatema contra unos y ensalzando a los otros:


    Estos dos amores [la ciudad terrestre y la celeste], que en germen se hallan siempre en la Humanidad en todos los tiempos, han llegado a su plenitud en los días que vivimos en nuestra España. El comunismo y anarquismo son la idolatría propia hasta llegar al desprecio, al odio a Dios Nuestro Señor; y enfrente de ellos han florecido de manera insospechada el heroísmo y el martirio, que en amor exaltado a España y a Dios ofrecen en sacrificio y holocausto la propia vida7.


    Pero no conviene olvidar que este texto se escribió en Salamanca y que estaba destinado al consumo interno de los católicos castellanos y del clero; en cambio, cuando los obispos quisieron dar mayor trascendencia y proyección internacional a sus planteamientos, mediante la Carta colectiva del episcopado español de julio de 1937, incorporaron otras ideas: definieron la Guerra Civil como «pugna de ideologías irreconciliables» y «movimiento nacional», calificación que otorgan a la rebelión militar que se produjo, a su juicio, como respuesta a la constitución republicana y a las leyes laicas que «fueron un ataque violento y continuado a la conciencia nacional», a las manipulaciones electorales de febrero de 1936 y a la inminente revolución comunista. Frente a esta revolución que califican de cruelísima, inhumana, bárbara, contraria al derecho internacional, antiespañola y anticristiana, el movimiento nacional, a juicio de los obispos, es cívico-militar, porque la rebelión se produjo con la colaboración del «pueblo sano», y es un «plebiscito armado» que cambió los resultados electorales de febrero de 1936 por «la lucha cruenta de un pueblo partido en dos tendencias8, lo que no deja de ser una forma tosca de intentar legitimar la rebelión militar con argumentos religioso-políticos de grueso calibre.


    Así pues, el concepto de rebelión militar tendría un significado distinto dependiendo de que lo aplicaran los republicanos o los militares que se habían alzado contra la República. En el caso que nos ocupa, la operación quirúrgica, como asépticamente la denomina Monseñor Pla y Deniel, o la profilaxis social, de la que hablaban los cenetistas, que se realizó en la localidad de Monóvar (Alicante) entre 1936 y 1943, se desarrolló en dos tiempos que abarcan sucesivamente: el primero, desde el estallido de la rebelión militar hasta el final de la Guerra Civil; y el segundo, desde los primeros días de abril de 1939 hasta 1943, cuando por aplicación de la ley de responsabilidades políticas de febrero de 1942 la mayor parte de los condenados a penas de reclusión fueron puestos en libertad.


    Durante el tiempo primero las modalidades de la represión republicana fueron de dos tipos: las efectuadas al margen de la ley y la aplicada de acuerdo con la legalidad. A la primera pertenecen:


    - El paseo, que consiste en el secuestro de una o varias personas efectuado por milicianos o individuos que dicen actuar en nombre de la autoridad, y que trasladadas a un descampado o a la proximidad de un cementerio son asesinadas.


    - La saca, que significa hacer salir a la fuerza o con engaños a alguien de la cárcel, donde estaba encerrado o retenido, para ser asesinado. Este procedimiento se aplicó a veces, dentro de la lógica de la Guerra Civil, como respuesta en la retaguardia a determinadas acciones de guerra.


    - La checa, con el significado de «cárcel secreta», se aplica tanto a los comités revolucionarios como a los locales en los que actuaban, en donde se sometía a los detenidos a interrogatorios y torturas y desde donde eran llevados para ser asesinados.


    - El frente, donde los considerados enemigos de la República eran asesinados por proyectiles disparados desde sus propias filas. Era una manera de solventar cuestiones políticas y de otro tipo, de ámbito local, en el marco más amplio y genérico del frente de guerra.


    La represión de acuerdo con la ley fue la aplicada por los tribunales populares, creados a finales de agosto de 1936. Éstos simbolizaron en principio el consenso de las organizaciones republicanas para imponer la legalidad y alcanzar el acuerdo sobre una nueva forma de repartir el ejercicio del poder, reforzando así el mantenimiento del régimen democrático y republicano. Pero la formación y actuación de estos tribunales estuvieron también condicionadas por la lógica de la Guerra Civil: la representación del pueblo [organizaciones políticas y sindicales] en los tribunales, como jurados de hecho, y las facultades que recibieron respecto a la calificación de los hechos y la imposición de las penas, constituyen un alto grado de politización en la administración de justicia, de la misma forma que la calificación como delitos de actitudes de difícil definición, como la desafección y el derrotismo, introducen arbitrariedad en las decisiones de los jueces e inseguridad en los acusados9.


    Durante el tiempo segundo, la represión franquista de posguerra adoptó dos modalidades:


    - Los Consejos de guerra, con la finalidad de aniquilar los restos más significativos del ejército de la República (oficiales, suboficiales y milicianos más distinguidos) y a los dirigentes republicanos que habían ejercido algún cargo o representación pública desde las elecciones de febrero de 1936 (Frente Popular).


    - Los expedientes de responsabilidades políticas, con los que se pretendía la depuración de la sociedad española no adicta, haciendo pagar a los expedientados con penas económicas, destierro, alejamiento del domicilio habitual, inhabilitación e, incluso, pérdida de la nacionalidad, según los casos, por el pretendido delito de no haberse adherido o haberse opuesto al «Glorioso Movimiento Nacional». El procedimiento represivo estaba regulado por la Ley de Responsabilidades Políticas, del 9 de febrero de 1939, completada con la Ley de Represión de la Masonería y el Comunismo de 1 de marzo de 1940.


    Pero para llevar a cabo un trabajo de estas características nos topamos con la paradoja de que la mayor parte de las fuentes documentales proceden de las instituciones franquistas, tanto para el estudio de la represión en la posguerra (tiempo segundo) -los sumarios de los Consejos de guerra y los expedientes de responsabilidades políticas10-, como para el de la llevada a cabo por los republicanos durante la Guerra Civil (tiempo primero), por la información que aparece en los mismos sumarios -denuncias, acusaciones, informes de las instituciones, resúmenes de los jueces instructores, informes de los fiscales, etc.-; y la Causa General, como investigación ordenada por el gobierno franquista en abril de 1940, y en particular la pieza primera (principal), estado número 1, cuyo título es: Relación de personas residentes en este término municipal, que durante la dominación roja fueron muertas violentamente o desaparecieron y se cree fueron asesinadas11. En la pieza quinta, titulada La justicia roja, a los informes de los fiscales y declaraciones de los testigos se adjunta la documentación generada por los tribunales populares; por lo que se ha podido consultar la sentencia pronunciada por el Tribunal Popular de Alicante el 6 de febrero de 1937 contra 32 vecinos de Monóvar. La información aportada por la sentencia se completa con la dada por la prensa entre el 30 de enero y el 7 de febrero de 193712.


    La procedencia de la documentación le imprime una marcada tendencia partidista, dada la finalidad de los sumarios, expedientes de responsabilidades políticas y Causa General, lo que obliga al investigador a contrastar la información, identificar el mayor número posible de las personas citadas, tanto víctimas como autores y testigos13, procurando situar a cada uno en su lugar y su contexto; lo que al mismo tiempo le permitirá clarificar algunas situaciones, descubrir los verdaderos autores de algunos hechos y desvelar las auténticas intenciones de los testimonios y declaraciones.


    Tanto los tribunales populares republicanos como los Consejos de guerra de los militares franquistas tenían un fuerte componente vindicativo; pero no mostraron el mismo interés por descubrir la verdad de los hechos que se juzgaban, lo que se comprende por la distinta naturaleza y los procedimientos que seguían ambos tipos de tribunales. En los veredictos de los tribunales populares, que redactaban los jueces y respondían los jurados, se perseguía la mayor aproximación posible a la realidad de lo sucedido, para ajustar de la forma más adecuada la sentencia a los hechos juzgados; en cambio, en los sumarios de los Consejos de guerra, por la aplicación estricta del Código de Justicia Militar, por la falta de autonomía de los tribunales militares y la jerarquización que se aplicaba en el cumplimiento de las resoluciones, se observan situaciones sorprendentes que no condicionaron las actuaciones de dichos tribunales. Tales son los casos de las denuncias en las que se alteran los hechos sin efectuar ningún contraste, las declaraciones contradictorias de los testigos que tampoco se clarifican, las presiones que ejercen sobre los tribunales las personas más adictas al régimen franquista o los familiares de las víctimas que habían sido asesinadas al comienzo de la Guerra Civil, y las actuaciones judiciales en las que se mezclaban la vindicación, el desagravio y la celebración de la victoria. Todo ello precisa un serio y ponderado trabajo de análisis del lenguaje e interpretación de los textos para comprender lo mejor posible la realidad de lo acontecido.


    Ante las dificultades que supone la comprensión correcta de los textos, por el origen y la naturaleza misma de las fuentes documentales, a lo largo de la obra, de manera reiterada, se llamará la atención del lector sobre el carácter y la finalidad de los documentos consultados, incluida la forma en que fueron redactados, para que aquél no quede preso entre las redes de una literatura vindicativa, con la que se perseguía también la ostentación del poder omnímodo recientemente alcanzado por las armas, a la vez que se daba una versión de lo acontecido en España, entre 1936 y 1939, que justificaba las actuaciones y la ideología de los que se habían alzado contra la República.


    

    

    

    

    

    



    TIEMPO PRIMERO: LA REPRESIÓN REPUBLICANA


    


    

    



    

    

    

    

    1. LA TORMENTA DE LA REPRESIÓN


    

    

    

    Como ya se ha dicho, con el estallido de la rebelión militar y para controlar las respectivas retaguardias, el fenómeno de la represión prendió en ambas zonas, aunque con finalidades y estrategias distintas. Este fenómeno, por lo tanto, no fue propio de una ciudad, una región o una de las zonas en conflicto sino general, aunque las víctimas y los autores fueron distintos en cada una de las zonas enfrentadas. Pero esta generalidad no impide que en diversas localidades los mecanismos y modalidades con los que se inició y aplicó fueran distintos a los de otras. De ahí que preguntarse por las razones y la forma en que se activó la represión en Monóvar responda a la lógica de este estudio.


    Un conocimiento amplio y preciso de la historia social y política de este pueblo en los años treinta del siglo XX, del que aún no disponemos, nos ayudaría a detectar algunos antecedentes y a descubrir algunas claves para comprender el estallido, el modo en que se produjo y la intensidad que alcanzó; no obstante, la documentación de la que se dispone manifiesta la confrontación social que existía ya en 1930, al caer la dictadura de Primo de Rivera14, por la resistencia de los empresarios a la sindicación de los obreros; confrontación que se agravaría a raíz de la huelga general de octubre de 1934.


    Monóvar era una población que, aunque con una economía de base agraria, disponía de un importante sector industrial dedicado a industrias de tipo tradicional: transformación de productos agrarios (harinas y vinos), químicas (fabricación de jabones) y serrerías de piedra y mármol; y en aquellos años se estaban dando también los primeros pasos de la industria moderna del calzado bajo el influjo de la vecina ciudad de Elda, una de las pioneras de esta actividad industrial.
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    Silo y fábrica de harinas Corbí
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    Serrería de mármoles y piedras


    (Archivo Rafael Poveda)


    



    Respecto al juicio que se siguió ante el Tribunal Popular de Alicante contra los derechistas de Monóvar, puede leerse en el diario Bandera Roja del 4 de febrero de 1937, refiriéndose a la sesión del día anterior:


    Antonio Vidal Esteve, obrero de la fábrica de Perfecto Guardiola, dice que el encargado de ésta, Máximo Prats, despidió en el año 30 a treinta y cinco obreros por el hecho de afiliarse a la UGT.


    En el mismo periódico del día 2, aludiendo a la sesión del día anterior, se lee:


    Por último presta declaración el sereno de la fábrica Hijos de Amador Navarro, llamado Pascual Rico Sánchez, perteneciente a DRA, que dice que el día 17 (de julio) llegaron a Monóvar la familia de Silvino Navarro y también éste, aunque no llegaron todos al mismo tiempo. Al Jurado dice que él entró en la fábrica a raíz de ser despedidos 35 compañeros, para ocupar el lugar de uno de éstos15.


    Asimismo, como consecuencia de la huelga general de octubre de 1934 hubo despedidos en otras fábricas; al menos hay constancia de ocho de la fábrica de jabones de Luis Marhuenda, como se verá en el capítulo siguiente, y de otros cuatro de la tonelería de Jaime Barberá Tordera16.


    La derecha política de Monóvar, además, tenía un claro dirigente, Silvino Navarro Rico, uno de los propietarios de la fábrica de jabones Hijos de Amador Navarro. Éste, aparte de su residencia en Monóvar, habitaba también en Valencia en donde tenía importantes intereses económicos. Silvino Navarro procedía del Partido Republicano Radical, había sido amigo de Joaquín Chapaprieta, dirigente provincial y nacional de este partido, y había ejercido gran influencia política en su pueblo natal desde que Alejandro Lerroux formó gobierno a finales de 1933, pero sobre todo a partir de octubre de 1934, cuando fueron cesados los ayuntamientos republicanos y nombradas las comisiones gestoras17. Es muy ilustrativa al respecto la declaración de Jaime Barberá Tordera en la Prisión Provincial de Alicante, ante el Juzgado Especial N.º1, el 19 de agosto de 1937, por las características personales del detenido:
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    Los hermanos Navarro Rico con las autoridades provinciales y locales al comienzo de los años cuarenta: Silvino, tercero por la derecha, y Francisco, tercero por la izquierda. En el centro el gobernador civil, Luis González Vicén


    (Francisco Navarro García)


    
Que en el año mil novecientos treinta y uno y con motivo de haber sido detenido el Presidente, que era entonces, de la Casa del Pueblo de Monóvar, Máximo Rico Vidal, por los sucesos de diciembre de 1930, el declarante se constituyó en fiador personal de dicho detenido, con lo cual fue puesto en libertad. Que en octubre de mil novecientos treinta y cuatro con motivo de haber sido detenidas unas catorce o quince personas izquierdistas de Monóvar, el declarante fue la única persona que arrostrando toda la fobia de las derechas, se personó y gestionó la libertad de los detenidos, consiguiendo la de todos ellos, entre los que figuraban D. José Tarí Maciá, el hermano del declarante Vicente Barberá Tordera, José Orquín (padre e hijo del mismo nombre) y José Picó...


    Que nunca ha intervenido en elecciones; que si fue concejal de la gestora, fue porque se lo impusieron con carácter de irrenunciable; y además, el declarante tenía un modestísimo negocio de tonelería que se desenvolvía única y exclusivamente en base del crédito que le concedió la casa de banca «Hijos de Amador Navarro», y comoquiera que quien propuso su nombramiento como concejal fue el socio de dicha entidad Silvino Navarro, se vio en el trance de ser gestor por no desairar a persona de la que dependía la vida o muerte de su reducido negocio. Que durante su concejalía, figuró en el Ayuntamiento sin filiación política ninguna18.


    La carrera política de Silvino Navarro alcanzó su cénit en la campaña electoral de febrero de 1936, al presentarse como independiente en la candidatura derechista (antimarxista) por la provincia de Alicante. Al mismo tiempo la tensión política del pueblo de Monóvar alcanzó un nivel muy alto porque otro político de la misma localidad, el socialista Miguel Villalta Gisbert, se presentó en la candidatura triunfante del Frente popular.


    La relevancia política de Silvino Navarro sobre la derecha de Monóvar queda patente ante el Tribunal Popular de Alicante por el seguimiento que se hace de sus actuaciones desde su llegada a Monóvar en la noche del 17 de julio de 1936 y por la clarificación de sus relaciones con cada uno de los procesados; por las reuniones que mantuvo y por la actividad que se sospechaba había realizado desde la empresa Hijos de Amador Navarro para la compra de armas.


    En la sesión del 1 de febrero, a propuesta del fiscal, declaró como testigo Arturo Pastor, encargado de la fábrica «Navarro Hermanos» cuando sucedieron los hechos, y dijo que


    Silvino Navarro llegó al pueblo la noche del 17, alrededor de las nueve; que éste le envió al cuartel de la Guardia Civil para que le dijese al comandante del puesto que estaba en el pueblo, y que estuvo Silvino reunido con Antonio Verdú y otros hasta las tres de la madrugada del día 18. A preguntas de la defensa dice que los hermanos Navarro siempre se portaron bien con la clase trabajadora19.


    En la misma noche del 17 de julio se celebró otra reunión en el Casino de Monóvar, según la declaración de Telesforo Cerdá Serrano del día 30 de enero, a la que, según dice, él no asistió; pero en la que tampoco se trató, según declaró al día siguiente Ramón Crespo Segura, «de la sublevación ni se preparó ésta20». Y el 18 por la tarde se celebró otra, «con el mismo fin de tomar acuerdos sobre la acción a seguir si por la noche estallaba en la provincia la rebelión militar», en el domicilio de Francisco Valera Berenguer, a la que asistieron al menos José Martínez Payá y José Ros Blanes21.


    Es posible que se celebraran otras reuniones, así lo sugiere al menos Luis Ramírez, testigo propuesto por el fiscal, que era miembro del Comité de Orden Público, y que a preguntas de uno de los jurados populares dice:


    Que los elementos de derechas, después de febrero tuvieron una actuación provocativa y que por el pueblo corría el rumor de que estos elementos se reunían en la iglesia22.
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    Biblioteca del Casino, 1900


    (Archivo Rafael Poveda)


    
De los 32 procesados en Monóvar por derechistas y partidarios de la rebelión militar, al menos siete, incluido Silvino Navarro, habían pertenecido al Partido Republicano Radical y once habían sido gestores a partir de 1934, lo que habría reforzado los vínculos políticos entre ellos. Además, Telesforo Cerdá Serrano y Francisco Navarro Rico habían sido también gestores nombrados por el gobierno del general Primo de Rivera, el primero en 1923 y el segundo en 1929.


    Según la percepción de los militantes y de las organizaciones de la izquierda, el protagonismo de Silvino Navarro y de la empresa Hijos de Amador Navarro en la preparación de la rebelión contra la República era mayor aún, porque también se les atribuían gestiones para la adquisición de armas destinadas al control del pueblo una vez se adhiriera a la rebelión militar. En la sesión del 3 de febrero, el testigo de cargo Ramón Morán Peinado declaró que el procesado Tomás Pastor Hurtado al ser detenido había dicho «que los hermanos Navarro habían comprado armas y que éstas se hallaban en la fábrica de jabones El Sol»;


    [image: ]


    Fábrica de Jabón Sol


    (Francisco Navarro García)


    

    pero a preguntas de la defensa responde «que realizaron varios registros en la fábrica “El Sol” sin resultado alguno»23. El día anterior, el también testigo de cargo Salvador Giménez Albert, había declarado que según el citado Tomás Pastor «en Monóvar se habían introducido gran cantidad de armas que se habían repartido en la fábrica de jabones “El Sol”, propiedad de los hermanos Navarro». Entre las armas habría ametralladoras que se colocarían en lugares altos y estratégicos del pueblo: el castillo, la torre de la iglesia, el grupo escolar y en la torre de la fábrica de harinas24; incluso los testigos de cargo acusan a varios procesados de haber buscado las posiciones más adecuadas para colocar dichas ametralladoras. Decía el ya citado Luis Ramírez, en la sesión del Tribunal Popular del 1 de febrero que:


    Oyó que se estaban preparando los sitios en donde se podían colocar ametralladoras y sabe que Fernando Quiles, Antonio Vicente y Rafael Maluenda, estuvieron en el Grupo Escolar y en una fábrica que poseía torre, con aquel fin.


    Éste es el marco en que se produjo la tormenta de la represión republicana con el estallido de la rebelión militar y el comienzo de la Guerra Civil: la inseguridad y el pánico que se desataron entre la población y las organizaciones de la izquierda, la impotencia del gobierno para hacer frente a los rebeldes, que le condujo a la disolución del ejército porque desconocía el límite hasta el que se extendía la sublevación, y la sospecha fundada de que en la localidad había un grupo numeroso y muy influyente que era afín y partidario de los militares alzados contra la República. Todos estos factores en Monóvar, como en la mayor parte de las localidades de la zona que se mantuvieron leales a la República, motivaron que las organizaciones de la izquierda, agrupadas en el Frente Popular25, se adueñaran de los poderes municipales y territoriales y se volvieran contra los que consideraban sus enemigos y contra las instituciones y empresas que éstos controlaban.


    Esta operación de carácter revolucionario se saldó en Monóvar con los incendios de la Iglesia Parroquial y del Casino Cultural, como las instituciones más representativas de la derecha conservadora26, con la incautación o control de las empresas y explotaciones agrícolas de las personas de marcada significación derechista y con la detención de un número importante de personas, de las que diecinueve fueron asesinadas en los meses siguientes, entre septiembre y noviembre de 1936; veintinueve fueron procesadas27 ante el Tribunal Popular de Alicante; y los restantes, treinta, permanecieron detenidos en calidad de desafectos.
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    Órgano de la iglesia parroquial después del incendio


    (Archivo Rafael Poveda)


    



    Seis meses más tarde, en una situación de relativa calma para la República28 y cuando los tribunales populares habían juzgado ya a los principales implicados en la rebelión militar, el fiscal del Tribunal Popular que juzgaba a los procesados de Monóvar, ante las pruebas presentadas, rebajaba la gravedad de lo acaecido en la localidad los días del estallido de la rebelión militar, según la crónica de Bandera Roja del 7 de febrero de 1937:


    El fiscal pone de relieve el que en este caso se nos presente el delito bajo una forma de no uniformidad; enemigos todos de la República -dice- todos excitaron a la rebelión, aunque en distinto grado.


    Pasa a señalar las reuniones celebradas el 18 de julio y otras fechas por los procesados, así como el hecho señalado por varios testigos de haber sorprendido una conversación a cuatro de los procesados, deduciendo de ella que se trataba de emplazar unas ametralladoras en la torre de la iglesia, y en un repecho desde donde se domina el pueblo.


    Además, agrega, el hecho de haber encontrado armas a varios de los procesados, no habiéndolas entregado antes a las autoridades, que para ello publicaron un bando, significa igualmente un auxilio a la rebelión.


    Así pues, unos meses más tarde de producirse los violentos sucesos señalados, el fiscal del Tribunal Popular y la sentencia pronunciada inmediatamente después, como se verá más adelante, rebajaban la gravedad de los hechos que habían desencadenado aquella tormenta, sucesos a los que no se alude en el desarrollo del proceso judicial. Hay que tener en cuenta, además, que con la justicia popular el gobierno republicano pretendía terminar con la represión que, al margen de la ley, habían realizado organizaciones y grupos izquierdistas ante la incapacidad del gobierno, en defensa de la República, frente al avance de los sublevados y la represión que asimismo éstos estaban llevando a cabo de manera programada.


    La documentación consultada no nos permite establecer el calendario de las detenciones efectuadas aunque comenzaron poco después de la rebelión de los militares. Algunos de los más significados derechistas, por considerarse en peligro inminente, huyeron o se ocultaron. Este es el caso de Silvino Navarro Rico, del que su hermano Francisco decía ante el Tribunal Popular, en la sesión del 30 de enero de 1937, que «huyó por sentirse perseguido por elementos de izquierda», y los de José Martínez Payá, Salvador Amorós Serrano29, Carlos Tortosa Giménez e Isidro Gran Amorós30, que se ocultaron. Los cinco fueron juzgados en rebeldía por el Tribunal Popular de Alicante.


    En principio cabría suponer que el grupo formado por los que fueron asesinados, procesados y detenidos, en total 78 personas31, constituirían lo más significativo de la derecha conservadora de Monóvar; sin embargo, vista esta relación de personas con cierto detenimiento, se observa la presencia de tres mujeres entre los asesinados, sin que haya indicios de que fueran militantes o dirigentes políticas: las hermanas Cerdán Requena, cuyo asesinato puede estar relacionado con algún asunto de carácter privado, y Matilde Albert Cabanes, esposa y madre de otros dos asesinados, lo que induce a pensar que, en su caso, no se produjo por motivos prioritariamente políticos o económicos. Asimismo, entre los procesados hay tres que declaran ser jornaleros y uno chófer, profesiones que no eran las propias de los militantes de la derecha conservadora en los años treinta del siglo pasado; a lo sumo podría decirse de ellos que tendrían una estrecha relación o una gran lealtad a sus empresarios, como era el caso de Faustino Tendero Torres, hijo de José Tendero, de la partida de La Romana, que había sido asesinado el 6 de octubre de 1936. Y por último, entre los detenidos hay también cuatro mujeres: una tendera, Remedio Quiles Corbí, otra de apellidos conocidos, Amparo Navarro Rico, y las dos restantes: Virginia Pina Navarro y Visitación Esteve Giménez.


    Los asesinatos se cometieron en Monóvar entre el 22 de septiembre y el 12 de noviembre de 1936. En aquellos meses se produjeron actos de máxima violencia en los pueblos de la comarca, pero en algunos, como en Elda y Petrel, ya se habían cometido asesinatos en los últimos días de julio y en el mes de agosto32. No es fácil concretar el mecanismo que aceleró el proceso represivo y, más aún, cuando el gobierno de la República estaba retomando el poder que se había diluido desde la rebelión militar hasta los primeros días de septiembre, en que el socialista Francisco Largo Caballero formó su primer gobierno de unidad con representantes de todas las organizaciones que en su día constituyeron el Frente Popular. Los tribunales populares, creados en la última semana de agosto, habían empezado a funcionar: el de Alicante se constituyó el 7 de septiembre y su primera vista fue la de los 61 procesados de los pueblos de la comarca de la Vega Baja del Segura, detenidos en las proximidades de la ciudad (partida de Agua Amarga) y acusados del delito de rebelión y agresión a fuerza armada, porque el 19 de julio habían pretendido asaltar la cárcel provincial para liberar al dirigente falangista José Antonio Primo de Rivera; y el día 19 comenzó la vista contra 31 procesados, vecinos de Elche, acusados de conspiración y excitación a la rebelión33.


    Probablemente la radicalización de la represión estaría relacionada con la evolución de la guerra: una vez abierto el corredor que desde Sevilla y Huelva, siguiendo la frontera portuguesa, llegaba a Badajoz (14 de agosto), a lo largo del cual la columna de la muerte34 realizó un número muy alto de ejecuciones entre la población civil, el ejército de Franco se dirigió después al Este, ya en la provincia de Cáceres, hacia el santuario de Guadalupe, que ocupó el 22 de agosto, y entró en la provincia de Toledo por Puente del Arzobispo y Oropesa. Ocupó Talavera de la Reina el 3 de septiembre, desde donde el ejército rebelde siguió una doble dirección: una parte hacia el Este, a Toledo, ocupando la ciudad y el alcázar el 27 de septiembre; y la otra hacia el Noreste, a Madrid. Así pues, en aquellas fechas la población republicana percibía como real el peligro de que Madrid fuera ocupado por el ejército de Franco y temía que, una vez alcanzado el poder, cumplieran las amenazas lanzadas contra los que habían permanecido leales; de ahí que los dirigentes y las organizaciones republicanas de izquierdas decidieran eliminar a los que consideraban enemigos y significados derechistas. Es probable asimismo que por la evolución de la guerra llegaran a los pueblos de la comarca noticias de los muertos en los frentes, no sólo del total sino, especialmente, de vecinos de los pueblos respectivos.


    En la primera quincena de noviembre se intensificó la actuación represiva de los republicanos; entonces el peligro no procedía del avance del ejército sublevado sobre Madrid sino del comienzo de los ataques sobre la capital, lo que llevó al gobierno republicano a abandonarla; y en ese contexto de la retirada del gobierno hacia Valencia hay que situar la inmensa saca de presos de las cárceles que fueron asesinados en Paracuellos de Jarama y Torrejón de Ardoz35. En este mismo contexto cabe situar la intensificación de la represión que se produjo en Monóvar. La incorporación de cuatro ministros de la CNT al gobierno de Largo Caballero, el 5 de noviembre, no había sido suficiente para dar confianza a la población y para que los comités revolucionarios se sometieran a la legalidad.


    Pero ¿quiénes fueron los asesinados y a qué respondió su ejecución? En primer lugar, ha de señalarse que no hay razón alguna para justificar estos asesinatos en la retaguardia; a lo sumo, como se ha hecho en el párrafo anterior, cabe describir el marco en el que se llevaron a cabo. En cuanto a la identidad de los diecinueve asesinados, puede decirse que el grupo presenta unas características que le otorgan cierta homogeneidad: quince de los diecinueve son personas maduras, tienen entre 45 y 64 años; los cuatro restantes se hallan entre los 24 y los 32. Como ya se ha dicho, tres eran mujeres, con edades comprendidas entre los 48 y 54 años: una de ellas, madre de familia, cuyos esposo e hijo fueron también asesinados; y las otras dos, hermanas y solteras. Profesionalmente, como grupo, aparte de las tres mujeres a las que se clasifica como «sus labores», ofrece una cierta representación de la clase acomodada de la localidad, relacionada con las actividades económicas tradicionales, la industria y la agricultura y ganadería: cinco industriales (elaboración de productos agrarios, fabricación de jabones, serrador de piedra e imprenta), cuatro agricultores y un tratante (compraventa de animales de tiro). Los seis restantes, prototipos de la clase media de la época, pueden relacionarse de manera genérica con el sector «servicios» de una ciudad de 10.000 habitantes en los años treinta del siglo XX: un secretario judicial, un abogado y dos oficinistas, un tipógrafo (profesión entre la industria y los servicios) y un estudiante (probablemente de farmacia). Y respecto a la militancia política, debe tenerse en cuenta, ante todo, que los asesinados eran conservadores y probablemente antirrepublicanos, aunque sólo de once hay constancia de una militancia específica; y que esta información se elaboró en enero de 1941, por lo que no se ha de descartar que con ella se tratara de construir «a posteriori» algún currículo político. Sorprende que en cinco casos la militancia fuera la DRV36, pero más llamativo aún era que esta militancia se adjudicara a las hermanas Cerdán Requena; a tres, los más jóvenes, se les presenta como dirigentes de la JAP37 local, y a los tres restantes como afiliados de FE de las JONS.


    Por último, es pertinente preguntarse también por qué fueron estas diecinueve personas las asesinadas y no otras. Pregunta que no puede responderse pero que abre un abanico de hipótesis: ¿Eran quizá los representantes más genuinos de la derecha antirrepublicana? En este caso, ¿Había que considerar como tales a las hermanas Cerdán Requena? O más bien, ¿Los asesinados eran los más desprotegidos o los más confiados, que abrieron sus puertas a los milicianos al ser requeridos para declarar ante el comité de orden público? ¿Hasta qué punto influyeron en los crímenes los conflictos sociolaborales habidos en los meses anteriores en la localidad u otras cuestiones de carácter económico? ¿Por qué las organizaciones de la izquierda revolucionaria mostraron tal ahínco destructivo contra algunas familias como la de Alfonso Albert (tres miembros: matrimonio y un hijo), Cerdán Requena (las dos hermanas) y Vidal Bonmatí (dos hermanos, ambos militantes de FE de las JONS)? En los capítulos siguientes, al analizar algún caso concreto, podrá intuirse alguna respuesta a estas cuestiones, pero la pregunta inicial que las abarca todas no podrá ser respondida.


    Respecto a los procesados por el Tribunal Popular de Alicante, como grupo, presentan asimismo cierta homogeneidad y en buena medida semejanzas con el formado por los que fueron asesinados. En primer lugar, todos eran varones; diecinueve de los veinte procesados se hallaban comprendidos entre los 40 y 60 años de edad, y los diez restantes tenían entre 24 y 39 años. En segundo lugar, en el grupo estaba representada una población que económicamente mantenía las actividades tradicionales ya conocidas: nueve industriales y un solo agricultor (Telesforo Cerdá Serrano), a los que hay que añadir tres jornaleros y un chófer; pero en la que también apuntaba una nueva actividad industrial, la del calzado, con un zapatero y un engomador; y en la que había un importante sector terciario: un abogado, un corredor de comercio y un agente comercial, dos comerciantes y tres empleados, un escribiente y un contador; y por último, dos sacerdotes y un estudiante. En tercer lugar, este grupo era asimismo representante genuino de la derecha antirrepublicana de la localidad; no debe olvidarse que fueron procesados por haber conspirado presuntamente contra la República, realizar actos y tomar decisiones para apoyar el movimiento rebelde. Once de los veintinueve habían sido gestores (concejales nombrados por el gobierno radicalcedista) entre 1934 y 1935, por disolución de los ayuntamientos elegidos a raíz de la huelga revolucionaria de octubre de 1934; y otros dos habían sido gestores en los años de la dictadura de Primo de Rivera: Telesforo Cerdá en 1923 y Francisco Navarro Rico en 192938.


    Finalmente, otros treinta vecinos de la localidad estuvieron detenidos durante la Guerra Civil, de los que, aparte de la relación nominal, apenas hay constancia documental. Entre ellos, como ya se ha dicho, había cuatro mujeres. Lógicamente eran personas consideradas como derechistas y al menos doce de ellas habían ocupado cargos políticos en la localidad: cuatro habían sido gestores entre 1934 y 1935, y uno (Rafael Pérez y Pérez) alcalde de nombramiento gubernamental en 1935; seis habían sido también gestores entre 1923 y 1930, y uno concejal en 1912. Todos o la mayoría debieron ser acusados de «desafección» al régimen republicano y como tales pasar ante el tribunal «jurado de urgencia», cuya competencia era «entender de aquellos hechos que, siendo por su naturaleza de hostilidad o desafección al régimen, no revisten caracteres de delito». Por esta definición de los hechos competenciales de los jurados de urgencia, estos tribunales tendieron a actuar con cierta lenidad, por lo que en un decreto del 23 de febrero de 1937 se especificaron las penas que debían imponer: la principal sería el internamiento en un campo de trabajo, las accesorias, las multas y otras, y la subsidiaria, la privación de libertad39. Sin embargo, no se dispone de información sobre cuántos pasaron por este tribunal ni qué sentencias se dictaron contra ellos; ni siquiera se conoce la fecha en que fueron detenidos ni el itinerario carcelario que siguieron. Habida cuenta de que estas listas fueron elaboradas para la Causa General, el 20 de mayo de 1942, puede pensarse que se incluyera algún nombre para fabricarle o completar algún currículo político40.


    Uno de estos detenidos fue Jaime Barberá Tordera, cuyo expediente incoado por el Tribunal Popular N.º 1 de Alicante se ha podido consultar y cuya declaración se ha citado antes41. Jaime Barberá fue detenido el 10 de diciembre de 1936, tenía 40 años, era agente de seguros de la Casa Zurich y dueño de un pequeño taller de tonelería, estaba casado y tenía tres hijas. La principal acusación vertida contra él, según se vio en su declaración del 19 de agosto de 1937, era el haber sido gestor municipal entre 1934 y 1935, como había hecho constar el Consejo Municipal de Monóvar en su pliego de cargos de 24 de julio de 1937, y que el fiscal del tribunal, un año más tarde, el 20 de agosto de 1938, resumía de la siguiente manera:


    El inculpado, elemento destacado de Derechas en Monóvar, en cuyo Ayuntamiento desempeñó el cargo de Gestor, ha venido dedicando sus actividades a propaganda política contrarias al Régimen legalmente constituido, conducta que sin ser constitutiva de delito, demuestra por sus antecedentes y móviles que quien la practica es persona desafecta al Régimen.
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    Jaime Barberá Tordera


    (Archivo Rafael Poveda)


    

    Jaime Barberá, desde su detención hasta el 28 de octubre de 1937, al menos, estuvo en la Prisión Provincial de Alicante. En esta fecha se dirigió por escrito al Juzgado Especial N.º 1, ante el que había declarado unos meses antes, solicitando su puesta en libertad, «en méritos a no existir causa que la justifique», o la prisión atenuada (libertad provisional), alegando para ello que el Juzgado no haya tomado ninguna resolución respecto a él en los diez meses que llevaba detenido, insistiendo de nuevo en que «nada ha tenido que ver, ni directa ni indirectamente, con el movimiento subversivo ni con nada que con él se relacione», y aludiendo además al empeoramiento de la enfermedad de estómago que padecía desde hacía tiempo y a las dificultades económicas por las que pasaba su familia ya que todos dependían de su trabajo.


    El Juzgado Especial N.º 1, mediante un mandamiento del 12 de noviembre de 1937, ordenaba «poner en libertad a Jaime Barberá Tordera por haber acordado concederle los beneficios de la prisión atenuada en el Sumario... que se le sigue por desafección». Sin embargo, en el mismo documento, con fecha de 9 de enero de 1939, puede leerse no sin sorpresa: «Lo que no pudo cumplimentarse por quedar retenido a disposición del Excmo. Sr. Gobernador Civil de esta provincia en virtud de lo dispuesto en la orden de ingreso».


    Jaime Barberá por orden del Gobernador Civil fue trasladado a Valencia, «en una brigada de trabajo», y devuelto a Alicante, al Reformatorio de Adultos, a disposición del Tribunal Popular N.º 1, desde la Prisión Central de San Miguel de Valencia, el 15 de noviembre de 1938. La orden de traslado había sido cursada el anterior 13 de septiembre.


    Sin embargo, no llega a comparecer ante el Tribunal Popular de Alicante porque el 10 de enero de 1939 el Consejo Municipal de Monóvar retiró los cargos mediante un escrito del concejal Juan Corbí Esteve (a) Frescoreta, miembro de Izquierda Republicana y del Frente Popular Antifascista, que textualmente decía:


    Que el vecino de Monóvar D. Jaime Barberá Tordera, que fue detenido y encarcelado hace más de dos años, no es persona tan desafecta al Régimen como en un principio se creyó y estiman los organismos, en cuyo nombre comparece, que debe ser puesto inmediatamente en libertad puesto que no existe cargo alguno que dé lugar a la subsistencia del encarcelamiento que sufre.


    En consecuencia, solicita la libertad inmediata del detenido en atención a lo expuesto y a que


    El tiempo que lleva detenido es más que suficiente para justificar el motivo que en un principio diera lugar a la detención.


    Apoyándose en este escrito y en el mandamiento del Juzgado de 12 de noviembre de 1937, incumplido, el presidente del tribunal, por un auto del mismo día 10, ordenaba la libertad provisional del detenido -no la prisión atenuada- «sin más condición para disfrutar de aquélla que la de constituir obligación apud acta de comparecer ante este tribunal los días primero y quince de cada mes y cuantas veces fuera llamado». Y el mismo día 10 de enero el director del Reformatorio de Adultos comunicaba al presidente del Tribunal Popular la puesta en libertad del recluso Jaime Barberá Tordera.


    Según testimonio de la familia, Jaime Barberá no cumplió las condiciones de la libertad condicional sino que se ocultó en Planes, un pueblo de la montaña alicantina, hasta el final de la Guerra Civil.


    La última cuestión por despejar es la referente a los responsables, autores y colaboradores de los asesinatos y detenciones efectuadas. Evidentemente esta es una tarea muy delicada, que exige analizar detenida y minuciosamente la documentación de la que se dispone y que en la mayoría de los casos no permitirá llegar a conclusiones definitivas porque tampoco es posible contrastar la documentación, ya que casi toda procede de las instituciones franquistas. El punto de partida es la pieza principal de la Causa General, en cuyo estado número 1, en el que se relacionan las personas que fueron asesinadas en el término municipal de Monóvar «durante la dominación roja», hay una columna referente a las «personas sospechosas de participación en el crimen». Esta información se contrastará y completará más adelante con la que se contiene en los sumarios incoados, después de la guerra, contra los presuntos autores; pero teniendo en cuenta de nuevo el origen de los mismos y que en ellos, aparte de las gestiones de los jueces de instrucción y de los Consejos de guerra respectivos, sólo se hallan declaraciones de los testigos de cargo. Asimismo, debe advertirse que, igual que se sugería en la elaboración de la lista de detenidos, la posibilidad de servirse de ella para construir o completar algún currículo político, podría suceder en este caso para hacer más graves y condenables los cargos que se imputaban a los sospechosos.


    Respecto a los sospechosos de haber participado en los asesinatos cometidos en Monóvar entre el 22 de septiembre y 12 de noviembre de 1936, la información que ofrece la Causa General está fechada el 23 de enero de 1941. La relación incluye a 31 personas, de las que también se dice su estado o paradero en el día de la fecha: trece muertos, ejecutados por sentencia de Consejo de guerra; nueve exiliados: tres en Orán (Argelia) y seis en Francia; ocho encarcelados, dos de ellos sin juzgar; y uno en libertad provisional42. Datos que muestran la rapidez con la que había actuado la justicia militar en poco más de año y medio desde que acabó la Guerra Civil. Entre los 31 sospechosos hay siete chóferes (casi el 23%), colaboradores necesarios para el traslado de los detenidos o secuestrados al lugar de la ejecución; como se verá más adelante, fueron los denunciantes de los asesinatos cometidos y actuaron como los principales testigos de cargo. A pesar de ello, dos fueron condenados por el Consejo de guerra a treinta años de reclusión y otros dos a doce años y un día; dos se hallaban detenidos en espera de juicio y uno en libertad provisional. Finalmente, las sospechas no recaían por igual sobre los veinticuatro restantes: la mayor parte de ellos habían sido miembros de los comités de Orden Público y de requisas del Frente Popular; pero sobre la participación en los asesinatos, a Salvador Giménez Albert (a) Requinto (exiliado en Francia) se le atribuían cuatro; a José Valls Ponsoda (exiliado también en Francia) se le asignaban tres; a Luis Vidal Cerdá (a) Corset (exiliado en Orán) se le adjudicaban otros tres; a Joaquín Corbí Ramírez (a) Cuarteró (exiliado asimismo en Orán) se le acusaba de dos; a José María Requena Marhuenda (ejecutado) se le imputaban también dos; y al chófer Luis Gran Villar, condenado a doce años y un día de reclusión menor, se le acusaba de haber realizado dos viajes trasladando detenidos. Por último, de dos de los sospechosos se decía que eran de Elda y que ambos estaban exiliados en Francia.
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    Salvador Giménez Albert. Requinto


    (Etelvina Amorós Giménez)


    



    Y en cuanto a los sospechosos de haber participado en las detenciones, la información que consta en la Causa General (Pieza Principal Estado número 3) está fechada el 20 de mayo de 1942. En ella figuran 36 personas de las que cuatro eran sospechosas de haber participado en los asesinatos43. El estado de los 36 sospechosos en el día de la fecha era: siete muertos; diez exiliados; trece detenidos44; y seis en libertad45.


    En esta lista de sospechosos se incluyó un buen número de los que habían ejercido cargos de representación popular durante la Guerra Civil: dos alcaldes y doce concejales46, el 39% del total, lo que manifiesta el radical antirrepublicanismo que conllevaba la implantación del régimen franquista. Aparte del fusilamiento de Luis Corbí Rico (concejal y alcalde durante la Guerra Civil), fueron ejecutados dos de los once concejales restantes47 y tres más habían muerto; cinco se habían exiliado en Orán48 y dos se hallaban detenidos49. A éstos ha de unirse la detención de Vicente Pomares García, alcalde en 1937.


    Aparte de las notas que aparecen en la relación de sospechosos referidas a Tomás Vidal Pérez y José Esteve Santa, ya indicadas, deben citarse las relativas a José Corbí Sala (a) Botitos y a Francisco Zaragoza. Sobre el primero se decía: «Organizador de las requisas de coches y camiones, así como ordenaba la salida de los coches que conducían a nuestros caídos»; y del segundo, que era maestro nacional: «Directivo y propagandista de la JSU siendo el organizador de los primeros voluntarios que fueron a los frentes rojos». Ambos se habían exiliado: el primero en Orán y el segundo en el extranjero (sic). Por lo tanto, las autoridades franquistas de la localidad aprovechaban todas las ocasiones que les brindaba el desempeño de sus funciones para referir los cargos y las circunstancias agravantes que podían hacer más punible la situación policial o judicial de los sospechosos ya detenidos y de los que se hallaban en busca y captura.


    De esta forma queda descrito el marco en el que se produjo lo que se ha llamado la tormenta de la represión republicana en Monóvar, que se tratará de forma más detallada en los capítulos siguientes. Esto permitirá una comprensión más profunda de los hechos acaecidos y del mismo marco en el que tuvieron lugar.


    

    

    

    



    2. DOS PASEOS PARADIGMÁTICOS: LOS ASESINATOS DE LUIS MARHUENDA Y ANTOLIANO PÉREZ PRATS


    

    

    



    Al comienzo de este capítulo han de tenerse en cuenta, de nuevo, varias cuestiones: primero, la procedencia de la documentación, elaborada por las instituciones ocupadas por el ejército vencedor en los días inmediatos al final de la Guerra Civil y cuyos objetivos eran depurar a las personas que consideraban enemigas, tratándolas como rebeldes, y juzgar las actuaciones calificadas como contrarias a la «causa nacional». Segundo, la intervención necesaria de los chóferes que conducían los coches o camionetas en los que se transportaba a los detenidos a las cárceles o a los lugares de ejecución; por lo que cumplen una función muy destacada como denunciantes y testigos de los hechos. Y tercero, dados el carácter vindicativo de estos Consejos de guerra y las circunstancias en las que se celebraron, las denuncias y declaraciones de los testigos no tendrían sólo la finalidad de informar a las autoridades militares sino también la espuria de delatar y obtener ventajas para la propia causa, lo que se fundamentaba en el poder omnímodo que el Código de Justicia Militar otorgaba a los miembros de los Consejos de guerra sobre su capacidad para valorar las pruebas y las circunstancias (art. 173).


    Un ejemplo del protagonismo que adquirieron los chóferes en aquellas circunstancias puede verse en la denuncia que presenta uno de ellos el 17 de abril de 1939 en Monóvar50:


    Antonio Hurtado Nicolás, natural de Abanilla y vecino de Monóvar, de profesión chófer, de 23 años de edad y al servicio de los Rojos por espacio de […]s y medio a partir de los primeros días de octubre, declaro bajo juramento lo siguiente:


    Que durante el tiempo que estuve en el control de automóviles [edificio de la Iglesia Parroquial] solamente conducía el Hupp de Paco Cabanes porque el chófer Ginés51 era el que en algunas ocasiones se llevaba este mismo coche por las noches.


    Que este mismo Ginés era uno de los chóferes que utilizaban para la conducción de presos que más tarde habían de ser asesinados, así como también José Corbí Sala (a) Botitos52, un tal Mundo [Raimundo García Samper] y el Chineto [Juan Peinado]. El [Ginés] conducía el coche Hudson, el Botitos, el Opel [...] Hudson, el Mundo el Hudson y el Chineto el Hupp. El Chineto es el chófer al servicio de la CNT. Juan Corbí Esteve (a) Frescoreta era el que designaba con tiempo el chófer que tenía que salir por las noches a dar paseos, y Juan Cantó (a) Cullá53 que por la parte de la CNT era el encargado de dar las mismas órdenes.


    El chófer Ginés también hizo un transporte de Monóvar a Alicante, una mañana que según recuerda ... a Alicante.


    También recuerda que en cierta ocasión se hizo en el local del Control de automóviles una comida a la que asistieron entre otros el hijo de Vicente Barberá54 y casi todos los chóferes, y cuya acción partió del tan célebre Luis Vidal (a) Corset55.


    Que sobre los últimos días de noviembre conducí (sic) en un coche Hupp a José Martínez (a) Garrofa56, a Juan Cantó (a) Cullá y a un individuo de la ... que hacía las incautaciones de fincas y que […]r la calle de Santa Bárbara. Aparte iba un muchacho de poca estatura y algo fino de cara, [...] de incautaciones procedente de Elda. La [...]ón la hice a una finca [Belmonte] que hay a la izquierda ... carretera de Salinas, con el fin de detener a uno de Yecla, cuyo servicio se hizo, ingresando el detenido en la cárcel de Monóvar. De haberme opuesto en el viaje al asesinato [este] Sr. se hubiera quedado asesinado en la carretera.


    Así pues, Antonio Hurtado Nicolás, a propósito de informar o declarar sobre una operación en la que intervino para detener a una persona de Yecla, de la que trata de exculparse, como mal menor, denuncia y delata a otros chóferes y miembros del Comité de Transportes de la localidad con la finalidad de obtener un tratamiento favorable para su causa.


    

    2.1 EL ASESINATO DE LUIS MARHUENDA GARCÍA


    

    La narración de los hechos se contiene en la denuncia que presenta el chófer Matías Mollá57, en el Departamento de Información e Investigación de FET y de las JONS de Monóvar el 10 de abril de 1939, en los términos siguientes:


    Yo Matías Mollá, chaufer que prestaba el servicio en las Casas del Señor (término de Monóvar), hago la siguiente DENUNCIA:


    El día 23 de septiembre de 1936, a eso de las once de la noche, llamaron a la puerta de Sebastián Verdú Berenguer (primo del que denuncia y en cuya casa vivía) y le ordenaron que se levantara porque llamaban de Monóvar. El Sebastián preguntó si despertaba a Matías Mollá y le dijeron que sí.
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    Sebastián Verdú Berenguer


    (Lourdes Pastor Verdú)


    

    Una vez todos en disposición de marchar, subieron en el coche el mencionado Sebastián Verdú, su hermano Juan Verdú, José y Luis Máñez Verdú58 y ordenaron la marcha hacia Monóvar.


    Llegamos a la plaza del Ayuntamiento, me ordenaron que parara y se apearon del coche los cuatro mencionados individuos, que entraron en el mismo, bajando poco tiempo después acompañados de José Valls59, quien colocándose al lado del que suscribe le ordenó que marchara en dirección al cuartel de milicias60.


    Una vez a la misma puerta del cuartelillo se ordenó que parase el coche a la puerta de la casa de Luis Marhuenda García61, al cual consiguieron engañar con muy buenas palabras hasta que lograron subirlo en el coche.
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    Luis Marhuenda García


    (Archivo Rafael Poveda)


    
Después el José Valls, colocándose a mi lado y empuñando la pistola, me ordenó marchara en dirección a Yecla.


    Unos kilómetros antes de llegar a este pueblo, me obligó a que parase el coche, y entonces mandó apearse a Luis Marhuenda García, y mientras le acusaba de complicado en el Movimiento, [sonó] una detonación de escopeta que dio con el referido Marhuenda en el suelo sin que pudiera ni siquiera pronunciar una sola frase62.


    En su ratificación ante el juez militar en Monóvar, el 8 de mayo de 1939, completa la escena del asesinato resaltando el protagonismo de José Valls. Una vez parado el coche, dice:


    ...Descendiendo todos los ocupantes menos el D. Luis Marhuenda que, al ver éste que nada le preguntaban, preguntó si se bajaba también él, contestándole el José Valls que se bajase también; y a los pocos pasos del automóvil, una vez que [los] referidos milicianos [preguntaran] al D. Luis Marhuenda que si sabía algo del Movimiento, éste contestó en valenciano


    



    [image: ]


    Fábrica de Jabones y casa de L. Marhuenda


    
“Fills meus yo no se res”, y en este momento el declarante sintió varias detonaciones dejando al D. Luis Marhuenda tendido en el suelo. Que después de ocurrir este hecho y ya en viaje de vuelta el José Valls iba comentando que había matado al D. Luis Marhuenda porque le había hecho la vida imposible al despedirlo de su fábrica63.


    La denuncia anterior se completa con la declaración que presta ante el Juzgado Militar de Monóvar, el 14 de abril, la viuda de Luis Marhuenda García, Antonia García Llorente, quien contextualiza el secuestro y asesinato de su esposo, buscando los antecedentes en la huelga general de octubre de 1934 y en las decisiones tomadas por el empresario en aquella coyuntura, concretando al mismo tiempo la sospecha de que el principal instigador de lo ocurrido había sido el químico de la fábrica, Narciso Berenguer Cerdá. Antonia García Llorente efectuó su declaración en los siguientes términos:


    Que en la huelga de octubre del año 1934, a pesar de aconsejarles Marhuenda a los obreros la conveniencia de reintegrarse al trabajo, no lo hicieron, y como se dictó una disposición para que el patrono reemplazara los obreros que no acudieran al trabajo, así lo hizo, buscando personas nuevas para cubrir las faltas64.


    Después de febrero de 1936 los obreros Tomás Corbí Ruiz, José Hernández Silvestre, Amador Pastor Falcó, Tomás Azorín Pina, Silvestre Polo Requena, Pedro Merino Alba, Ángel García López y Narciso Berenguer Cerdá65, dirigidos por éste, se presentaron a trabajar en la fábrica de jabones con los otros operarios y luego formularon reclamación por la cantidad que se les tenía que satisfacer por el despido de 1934, habiendo manifestado mi esposo que el Narciso Berenguer llegó a llamarle “criminal” sin otra causa que la que proviene del despido.


    Llegado el movimiento de julio de 1936, la CNT se incauta de la fábrica de jabones y como esto no agrada a Narciso Berenguer que pertenece a la UGT siempre protestaba de la intervención de la CNT y era el cabeza visible de las reclamaciones de los obreros, y cuando surge la desaparición de Marhuenda el 24 de septiembre de 1936, el Berenguer ni ese día ni en los sucesivos visita ni dice nada a la que habla, como si nada hubiera ocurrido, siguiendo trabajando y cantando a sabiendas de que nos molestaban a los familiares por las atribulaciones de la desaparición.


    Que el alcalde Vicente Barberá Tordera66 llamó al contable Tomás Cortés Marhuenda para exigir el pago de la indemnización, cuyo plazo no había transcurrido, aunque la que declara no puede precisar con exactitud estas fechas, y se encontró el Tomás Cortés a los obreros antes mencionados y al chófer Vicente Monzó Sanchís con el alcalde, y por los apremios de Barbera se pagó a los mismos la indemnización por conducto del alcalde, según copia del recibo que se acompaña, habiendo manifestado el Barberá que se tenía que pagar sin consultar a la CNT que tenía intervenida la fábrica. Es testigo de este asunto el dependiente de Marhuenda, Juan Marhuenda Tendero.


    Que al día siguiente de la desaparición de mi esposo, se le dijo a Narciso Berenguer por Tomás Cortés, a ver si podía averiguar algo, y habiendo marchado aquél al ayuntamiento, y el encargado de orden público, Luis Vidal (a) Corset, dijo a Cortés que no fuera pregonando la desaparición de Marhuenda, y Cortés contestó que no lo había dicho a nadie, llamando el Vidal a Berenguer, y entonces Cortés manifestó que sólo se lo había dicho a éste para ver si encontraba a Marhuenda. El Vidal le dijo que no se metiera en esos asuntos y que se fuera a la fábrica.


    Hace constar que a los cuatro o seis días de desaparecer su esposo, la que dice tuvo conocimiento de que se le había encontrado muerto en término de Yecla y después se le recibió declaración en virtud de orden sin duda del Juzgado de Instrucción de Yecla. Que al saber el asesinato de su esposo, mandó la que dice a su dependiente Juan Marhuenda Tendero a que pusiera una lápida en la tumba de su esposo en el cementerio de Yecla, y cuando vino el Juan Marhuenda, también fue perseguido el mismo [día] de su regreso, queriendo encarcelarle, y evitándolo porque pudo escaparse67.


    Que pasado algún tiempo el comité de la CNT se presentó en la fábrica a solventar unos asuntos con los obreros y estando presentes todos ellos, dijo Joaquín Corbí Ramírez68 de la CNT en voz alta “habéis sido valientes para matar a Marhuenda y no habéis tenido la valentía de incautaros de la fábrica” y Berenguer al oír esto se marchó sin contestar ni él ni los demás obreros; también estaba presente el hijo de Narciso Berenguer.


    José Blanes Molina, encargado de la fábrica de jabones desde hace muchos años, es testigo de muchas conversaciones y detalles por haber estado en continuo contacto con los operarios y podrá ilustrar la actuación del Berenguer por ser éste quien le persiguió para despedirle de la fábrica, al no obedecer secundar la huelga con él.


    De los antecedentes expuestos y constante actuación del Berenguer como dirigente de los obreros, y además por ser aquél elemento extremadamente izquierdista, muy amigo de todos los dirigentes y concejal del ayuntamiento, ostentando también otros cargos de la Casa del Pueblo, la que dice tiene la impresión de que Narciso Berenguer es sin duda el inspirador o encubridor de lo ocurrido a su citado esposo, y todos estos detalles los podrán comprobar los dependientes Tomás Cortés, Juan Marhuenda, José Blanes y demás que se ha expresado, si bien los que siempre han hecho causa común con el Narciso Berenguer llamados Amador Pastor, José Hernández, Vicente Monzó y Tomás Corbí, trataron de desvirtuarlo.


    Dos años y medio más tarde, el 26 de octubre de 1941, con ocasión de la detención en Monóvar del dirigente socialista Miguel Villalta Gisbert69, Antonia García Llorente cambiaba la orientación de su declaración, respondiendo probablemente a los intereses o sugerencias de las autoridades locales. Mantenía su acusación contra Narciso Berenguer Cerdá, a quien ascendía a encargado de la fábrica, pero colocaba sobre éste, como «inductor» principal, a Miguel Villalta, argumentando de la siguiente manera:


    ...Con anterioridad al Glorioso Movimiento Nacional y en ocasiones a sus visitas a Monóvar, excitaba a los obreros de tal forma que les hacía la vida imposible a los patronos, citando como caso concreto la actuación que tuvo el encargado de su fábrica Narciso Berenguer Cerdá... Sabe que el Villalta sostenía conversaciones reservadas con el Narciso Berenguer y los demás elementos destacados de la fábrica, creyéndole al Villalta inductor de este asesinato...


    En el mismo sentido declaraba Luis Marhuenda García, hijo de la anterior, considerando a Villalta «responsable moral» de todos los asesinatos cometidos en la localidad70.


    

    2.2 EL PASEO DADO A ANTOLIANO PÉREZ PRATS Y A SU ESPOSA


    
Estos asesinatos no se produjeron en el término municipal de Monóvar ni los asesinados residían en la localidad en el momento de sufrirlos71, pero en ésta radicaba el origen de la familia y se hallaba la residencia familiar; por lo que el asesinato produjo un fuerte impacto en los medios conservadores y antirrepublicanos y ejercería una gran influencia en la represión de posguerra, particularmente en el caso más significativo, el proceso seguido contra el ya citado Miguel Villalta Gisbert.


    La narración de los hechos se contiene, como en el caso anterior, en la denuncia que presenta el 5 de mayo de 1939, en la Comisaría de Policía de Alicante, Plácido Serra Molina72, padre de María Rosa Serra Cruañes y suegro de Antoliano Pérez Prats, redactada de la forma siguiente:


    El 19 de marzo de 1937 fueron detenidos y asesinados vilmente por unos agentes de vigilancia en la playa del partido rural de La Marina, término municipal de Elche, mi hija María Rosa Serra Cruañes e hijo político Antoliano Pérez Prats, ambos maestros nacionales, residentes en Santa Pola. En la mencionada fecha se presentó sobre las 18 horas un auto de siete plazas, parando en la calle de Castelar, número 16, de Santa Pola, casa donde habitaban mis hijos. De los cinco individuos que ocupaban el automóvil bajaron tres que manifestaron llevaban orden de detención de mi hijo político para llevarlo a la Comisaría. Ante la resistencia de éste y los argumentos que rechazaban los mencionados llamados policías y a presencia del Director de la Escuela, Don Eugenio Cases, y del matrimonio de la casa, Josefa [y] Ramón, insistieron e invitaron a mi hija María Rosa que subiera al coche si quería acompañar a su marido, pues se trataba solamente de prestar declaración, y ante las razones y seguridades que les daban subieron al fatídico coche.


    Uno de los tres agentes fue reconocido por mi hijo, siendo el mismo policía que lo detuvo el día 2 de diciembre de 1936, reconociéndolo asimismo el antes mencionado Director, Don Eugenio Cases, y oyendo el repetido matrimonio como se reconocían mi hijo y el policía.


    Al presentar la denuncia por la desaparición de mis hijos en la entonces comisaría se encargó del asunto el agente Rafael Richart Navarro, que se tomó gran interés por el descubrimiento e indignado de tan monstruoso crimen se puso a disposición de los familiares, trabajando hasta descubrir donde se encontraban los cadáveres, acompañando a mi hija María Teresa Serra Cruañes y a una tía de mi hijo político para identificarlos en el Juzgado de Instrucción de Elche, donde fueron hallados e identificados en la mencionada playa de la Pinada, término rural de La Marina.


    Fueron conducidos al cementerio de Alicante; ante la pregunta del repetido Richart si teníamos panteón y al contestar negativamente, tuvo el rasgo noble de ofrecemos el de su propiedad, donde están enterrados.


    El agente Rafael Richart que tanto interés se tomó para descubrir los criminales, logró saber que el agente que fue a detener a mi hijo político y que fue identificado se llama Prudencio Puig y era agente de orden público. Éste es el que invitó a mi hija a subir al coche. Richart habló con él y éste se disculpó y manifestó que el asesino fue Juanillo Martínez (a) El Murcia. Según Richart el Prudencio se encontraba en Barcelona y El Murcia en Guadix73.


    Rafael Richart que se encuentra detenido en el Reformatorio [de Adultos de Alicante] podrá ampliar detalles.


    Mi hijo político estaba amenazado de muerte por unos individuos de Monóvar llamados Carbonell (a) Els Culets.


    También tenía compañeros de la carrera del curso profesional que intentaron expulsarlo por fascista74.


    La razón de la supuesta amenaza de muerte se hallaba en que habiendo estado Leónides Carbonell Albert (a) La Culeta como sirvienta en la casa de los padres de Antoliano Pérez Prats, éste la dejó embarazada, negándose después a casarse con ella. La narración de lo ocurrido consta en la declaración que Juana Fuster Verdú, natural de Monóvar, prestó en el Juzgado de Alicante el 2 de septiembre de 1940, dos días después de encontrarse, acompañada por su hermana Remedios, con Leónides en el mercado de la ciudad y entablar conversación con ella. Según dicha declaración «espontánea» (denuncia), Leónides Carbonell había dicho:


    ...Que al dar a luz la hija que tiene de Antoliano los padres de éste la echaron de la casa, que después Antoliano no le hizo caso a ella echándose de novia a María Rosa Serra que luego fue su mujer. Los hermanos de La Culeta fueron a requerir a Antoliano para que no la abandonase y ya que la había deshonrado que se casase con ella, negándose el Antoliano, y según manifiesta la propia Culeta sus hermanos juraron vengarse. Como al poco estalló la revolución... no hubo necesidad de reclamar judicialmente, puesto que sus hermanos con tres maestros, aunque no fueron los autores materiales del asesinato, era como si lo fuesen... Y la citada Culeta le dijo, por último, que ya estaba tranquila porque Antoliano de no ser para ella ya no era para nadie75.


    Leónides Carbonell en su declaración ante el mismo Juzgado, el 26 de septiembre de 1940, confirma su encuentro con las hermanas Fuster Verdú en el mercado de Alicante y dice:


    ...Que efectivamente Juana le preguntó a la dicente por su hija y ésta sólo le dijo que su niña se parecía muchísimo a su padre Antoliano Pérez Prats, no siendo ciertas, es decir, negando todas las demás manifestaciones que obran en las declaraciones de Juana y Remedios76.


    Como consecuencia de la denuncia, fueron detenidos Leónides Carbonell y tres de sus hermanos, Antonio, Marcial y Tomás; pero la causa fue sobreseída el 18 de junio de 194377.


    Antoliano Pérez Gutiérrez, teniente coronel del ejército, retirado, y padre de Antoliano Pérez Prats, en su declaración ante la Guardia Civil de Monóvar el 26 de octubre de 1941, con motivo de la detención de Miguel Villalta Gisbert, señalaba a éste como «inductor de los asesinatos de su hijo Antoliano y la esposa de éste, María Rosa Serra Cruañes», apoyándose, como el maestro Alejandro Gil Prados, en conflictos anteriores a la rebelión militar. Decía el teniente coronel Pérez Gutiérrez:


    El declarante cree que el Villalta fue inductor de estos asesinatos porque en querella que éste sostuvo con el notario D. Martín Perea, que fue de esta ciudad y actualmente en Murcia, solicitó del asesinado que declarase a su favor y al negarse a ello por no querer faltar a la verdad, le amenazó diciéndole que se acordaría de él. Efectivamente, con motivo de una denuncia de hechos falsos y delictivos de que fue objeto mi citado hijo, al enterarse el Villalta aconsejó a la denunciante que llevase el asunto adelante y que él se encargaría de representarla ante los tribunales de justicia, porque tenía gana de coger por su cuenta a alguno de esta familia78.


    

    2.3 DOS SECUESTROS FRUSTRADOS


    

    Como ya se ha indicado antes, Juan Marhuenda Tendero, que trabajaba como oficinista en la fábrica de jabones de Luis Marhuenda, sufrió un intento de secuestro, del que responsabiliza a Marcial Pastor Monzó, y que él mismo narra en la denuncia que presenta contra éste79:


    El día 28 de octubre de 1936, y a eso de las ocho de la noche, se encontraba el que suscribe en la casa fábrica de jabones del que fue asesinado el 24 de septiembre del mismo año, Luis Marhuenda García, cuando oyó que llamaban a la puerta de un modo muy violento. Salió en el acto el denunciante, y se encontró con un par de milicianos que escopeta en mano le intimidaron para que se entregara preso.


    Por toda contestación les dije que antes había de hacer una consulta por teléfono, seguidamente me interné de nuevo en la casa, cerrando tras de mí la cancela de hierro que hay en la misma y dejando a los milicianos en el zaguán de la misma. Estos metieron los cañones de sus escopetas por entre las rejas de la cancela, y me amenazaban con darme allí mismo la muerte si no me entregaba en el acto, pero yo sin querer dar crédito a las palabras de aquellos milicianos, entré en el despacho y pude hablar por teléfono con la CNT, partido al que pertenecía desde el día 1.º de agosto de 1936. Ésta me dijo que no me entregara hasta que no vinieran por mí o me dieran instrucciones e inmediatamente pude darme cuenta que desde el zaguán de la casa me llamaban de una manera muy acalorada. Salí en seguida y me encontré con el mencionado [Marcial Pastor Monzó] Polaina que acompañado de unos quince milicianos me apuntaba con la escopeta amenazándome de muerte.


    Yo le dije que no me entregaría hasta que la CNT no me lo ordenara, y él dijo que aquello era decir que la CNT respondía de mi persona, y seguido de los demás salió de la casa.


    Entonces me llamó por teléfono Luis Vidal (a) Corset, y me dijo que al ofrecer resistencia me había convertido en reo yo mismo, y que al día siguiente aparecería tendido por la cuneta de alguna de las carreteras; yo intenté presentarle mis excusas pero ni siquiera las quiso oír.


    Pensando que no me podría escapar de ninguna manera, me dispuse a entregarme, pero al salir a la calle no veo a ningún miliciano, y únicamente los que habían venido a detenerme se encontraban haciéndome guardia desde la pared de enfrente, pero tan distraídos estaban que no se dieron cuenta de que yo salía de la casa y me marchaba con mucho sigilo.


    Conseguí salir del pueblo y hallé refugio en casa de un buen amigo llamado Rafael Pérez Sánchez, de Novelda, que me ha tenido escondido 29 meses sin reparar en la responsabilidad en que incurría.


    Después pude enterarme de que a mi padre el referido Polaina lo zarandeó a su placer, haciéndole desfilar delante de los cañones de todos los milicianos, y diciendo en todo momento que allí donde se me encontrara me harían pedazos.


    Registraron la casa de la Vda. de Luis Marhuenda, la de Tomás Cortés, la de José Blanes, la de Recesvinto Bellot, la de mi tía Bárbara Marhuenda, por dos veces la de Manuel Barberá, y en fin estuvieron muchísimo tiempo haciendo gestiones en todas partes para encontrarme, y en todos los sitios decían que me matarían en el acto de encontrarme. Me quitaron dos escopetas.


    Asimismo sufrió otro intento de detención ilegal José Tendero Torres, vecino de La Romana (pedanía del municipio de Monóvar) e hijo de José Tendero Sánchez, asesinado en la madrugada del 7 de octubre de 1936, como se verá más adelante. El mismo José Tendero Torres narra los hechos en la declaración que presta en Alicante el 12 de abril de 1939, en la que dice:


    ...Que la noche anterior a la detención de su padre se presentaron en su domicilio el vecino del pueblo Daniel Amorós Amorós, acompañado de Juan Pérez Alfonso y Nicolás Sepulcre, los cuales iban en un coche automóvil con otros sujetos que ocupaban otro coche; que le preguntaron por su padre y le hicieron preguntas acerca de si estaba en la casa o no, intimidándole a que abriera la puerta, alegando tenían que darle un recado del alcalde, pero como el declarante no accedió a abrir la puerta, le conminaron con que [no] saliera de casa hasta el día siguiente, a las 9 de la mañana, que volverían ellos. Que efectivamente al día siguiente se presentaron nuevamente en su domicilio y, como la noche anterior, el declarante no abrió la puerta y por una ventana les preguntó que qué habían hecho de su padre, diciéndole que se lo habían dejado en Monóvar y que habían vuelto a por el que habla, pero ante la obstinación suya de no abrir la puerta no consiguieron su objeto y se marcharon, enterándose al día siguiente que su padre en unión de otros dos habían sido asesinados en la carretera de Elda a Novelda80.


    Así pues, además de la experiencia adquirida desde la rebelión militar hasta la primera semana de octubre, los procedimientos utilizados para evitar las detenciones ilegales y los secuestros eran, en primer lugar, no permitir el acceso a las viviendas de las personas buscadas para ser detenidas; en segundo lugar, no atender a los pretendidos requerimientos de las autoridades locales para presentarse ante ellas; y por último, tal como se deduce de alguno de los casos, servirse de las diferencias que existían entre unas organizaciones políticas o sindicales y otras.


    

    

    

    



    3. LAS SACAS DE PRESOS EN MONÓVAR


    

    

    

    Como ya se expuso en el capítulo primero, existe diferencia entre el paseo y la saca de presos. Ambos procedimientos conducen al asesinato de las víctimas, pero en el primero la ejecución se realiza inmediatamente después de la detención o secuestro y traslado de la víctima al lugar elegido para darle muerte; en el segundo, entre la detención y la ejecución median unos días en los que las víctimas estaban detenidas, sometidas a interrogatorios y a posibles malos tratos, y en algún caso incluso, aunque éste no es el de los vecinos de Monóvar, fueron juzgados por los tribunales revolucionarios. La ejecución, por último, se realiza con la aquiescencia de las autoridades encargadas de velar por la seguridad de los presos, que se los entregan a los milicianos que han de ejecutarlos.


    En este capítulo se hará mención de los cinco casos de sacas de presos que se dieron en la localidad y que aparecen narrados detalladamente en los documentos sumariales.


    

    3.1 LA PRIMERA SACA, EL 22 DE SEPTIEMBRE


    

    Las víctimas de la saca fueron cuatro personas y se llevó a cabo en dos viajes: en el primero, D. Juan Ramón Gil Torres y D. Manuel Vidal Bonmatí, que fueron asesinados en la carretera de Monóvar a Novelda; y en el segundo, D. Juan Verdú Maestre y D. Luis Vicent Verdú, ejecutados en la carretera de Elda a Villena. La relación de autores o sospechosos se consigna en la Causa General81; y en el sumario contra francisco Martínez Marco se describen los hechos de forma clara y precisa82. A la vista de la relación de autores o sospechosos, lo mismo que en otros casos, surgen importantes dudas: de los seis señalados, tres se habían exiliado, dos habían sido ejecutados, y el chófer estaba detenido. Además, los sumarios contra Francisco Martínez Marco y José María Requena Marhuenda, por ceñirse sólo a las actuaciones particulares de uno y otro procesados, no hacen mención expresa a otros intervinientes; por lo que las dudas no se resuelven y permanecen las incógnitas sobre la participación de otras personas a las que se acusa y condena por la intervención en delitos y crímenes que quizá no cometieron, como se verá más adelante.


    En la declaración de Francisco Martínez Marco, prestada en Monóvar el 13 de mayo de 1939, se describen los cuatro asesinatos de la forma siguiente83:


    ... A las primeras de la noche del día veinte y tres de septiembre84 de 1936, cuando se encontraba prestando servicio de guardia en la prisión de Monóvar, llegó un coche ocupado por Salvador Giménez Albert (a) Requinto, José Valls y Joaquín Corbí (a) Cuarteró y otro miliciano cuyo nombre desconoce y que sólo sabe que es de Elda, y que también desconoce al conductor del coche; que el miliciano de Elda era portador de la orden por escrito para que le fueran entregados los detenidos Manuel Vidal Bonmatí y Juan Ramón [Gil] Torres, lo que así se hizo, haciéndoles subir al coche; que el miliciano de Elda le invitó a que les acompañara, amenazándole si se oponía; que partieron con dirección a Novelda y cuando llegaron a la vereda que existe medio kilómetro después de pasada la casilla de peones camineros paró el coche y apagaron los focos del mismo apeándose todos los ocupantes, y acto seguido el Giménez y el Valls dispararon sus pistolas contra Juan Ramón [Gil] Torres que cayó muerto en la cuneta; que Manuel Vidal les rogó que no le matasen
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    Manuel Vidal Bonmatí


    (Familia Vidal Payá)


    
a él ya que tenía varios hijos de corta edad y el Giménez díjole que si le prometía no volver más por Monóvar le dejaría marchar, así lo prometió el Sr. Vidal y cuando ya marchaba y estaba a pocos metros de distancia dispararon sus pistolas Joaquín Corbí y Giménez “Requinto” cayendo sin vida85; que regresaron inmediatamente a la cárcel de Monóvar y antes de llegar el Salvador Giménez se apeó del coche; que una vez en la cárcel de nuevo sacaron a los detenidos Luis Vicent Verdú y Juan Verdú Maestre, los que también se llevaron en el coche de referencia, quedándose el declarante haciendo su guardia en la cárcel...


    En la declaración prestada el día 17 en la misma localidad, amplía la anterior, diciendo:


    Que sobre las veintitrés horas del día veintitrés de septiembre de 1936, en compañía de Salvador Giménez, José Valls, Joaquín Corbí y el miliciano de Elda, sacaron de la cárcel de Monóvar a los detenidos Luis Vicent y Juan Verdú y en un coche cuyo conductor desconoce se quedaron hasta cuatro kilómetros antes de llegar a Villena, por la carretera de Ocaña, que allí paró el coche y apeándose todos. Valls y el Corbí dispararon sus pistolas contra Luis Vicent que cayó muerto a dos metros de la cuneta de la carretera y acto seguido hicieron lo propio con Juan Verdú, al que también le disparó el tal Giménez. Que el declarante no hizo uso de la escopeta o el revólver que llevaba. Que dejando los cadáveres abandonados en la carretera regresaron a Monóvar86.
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    Juan Verdú Maestre


    (Archivo Rafael Poveda)


    

    Las circunstancias en las que se produjeron las detenciones de las víctimas se conocen a través de las declaraciones de sus familiares más próximos: las viudas de Manuel Vidal y Juan Verdú, Consuelo Payá Hernández y Francisca Gil Rico87, la novia de Luis Vicent Verdú, Consuelo Payá Marhuenda88, y un hermano de Juan Ramón Gil Torres89. Según estas declaraciones, Manuel Vidal estuvo detenido hasta «un día del mes de agosto» en la localidad próxima de Pinoso, desde donde fue trasladado a la cárcel de Monóvar; fue excarcelado el 21 de septiembre a las 11 de la noche, y detenido de nuevo al día siguiente a las tres de la tarde, pocas horas antes de ser asesinado. Intervinieron en la detención Victoriano Pita, Tonet «el Vinateret» y el chófer, «un tal Mundo» [Raimundo García Samper]90. Juan Verdú Maestre estuvo detenido en la cárcel de Monóvar desde el 28 de agosto hasta el 21 de septiembre a las 11 de la mañana, en que fue excarcelado, y detenido de nuevo al día siguiente «sobre las cuatro de la tarde». En la detención intervinieron los mismos, excepto el chófer, y «un tal Marcial (a) Polaina». Luis Vicent Verdú estuvo oculto en casa de su novia hasta el 15 de agosto en que fue detenido por tres milicianos91 y recluido en la cárcel de la localidad hasta el 21 de septiembre a las 11 de la noche, siendo detenido de nuevo al día siguiente «sobre las tres de la tarde», para ser asesinado, como los demás, unas horas después. Por último, la información sobre la detención de Juan Ramón Gil Torres es menos precisa: había estado detenido «dos o tres veces» antes de ser asesinado, siendo los autores, en una de ellas, «un tal Pascual el Elchero, un tal Lobo y otro que vivía por la Golecha92». Asimismo, en las declaraciones de los familiares, particularmente en las de las tres primeras, constan las gestiones que realizaron en la mañana del día 23 para localizar el paradero de sus esposos y novio respectivamente, cuando al llevarles el desayuno descubrieron que no se hallaban ya en la cárcel de la localidad. Las autoridades municipales y los miembros más destacados del Comité del Frente Popular no respondieron a sus requerimientos. Francisca Gil Rico y Consuelo Payá Marhuenda no pudieron ver los cadáveres de Juan Verdú Maestre y Luis Vicent porque, cuando fueron a Villena el día 24, el juez de instrucción les informó de que ya habían sido enterrados, al mismo tiempo que les entregaba las ropas y los enseres personales que llevaban.
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    Luis Vicent Verdú y Consuelo Payá Marhuenda


    (Archivo Rafael Poveda)


    



    José María Requena Marhuenda (a) el Señó fue acusado también de haber intervenido en el asesinato de Luis Vicent Verdú e implícitamente de haber presenciado, al menos, el de Juan Verdú Maestre93. La acusación procedía de una doble denuncia: la primera fue presentada el 11 de abril de 1939 por Victoria Sanz Poveda en el Servicio de Información de FET y de las JONS de Monóvar, y en ella declaraba haber oído una conversación entre el denunciado y los hijos y el yerno [Enrique Silvestre Picó] de Vicente [Maestre Pérez] (a) Casana94, en la que el primero, refiriéndose a Luis Vicent, asesinado pocos días antes, «comunicaba con gran regocijo el hecho de que... en las agonías de la muerte pronunció las siguientes palabras: ¡Ay Jesús sacramentado!»; y la segunda la presentó Antonio Verdú Poveda, el 29 de abril, ante el mismo Servicio de Información, en la que declaró que el 2 de octubre de 1936 iba en el tren a Alicante con su hijo Antonio, que había sido llamado para presentarse como mozo del reemplazo de 1935, y que en el mismo tren viajaban otros individuos de Monóvar entre los que estaba José María Requena Marhuenda, de los que dice: «Estos sujetos iban en plan de gran alegría acompañando su algazara con frecuentes libaciones. En un momento dado el Requena se puso de pie anunciando que iba a dar un mitin, y sacando una petaca dijo que fumasen todos de aquella petaca que llevaba las iniciales L. V. por pertenecer a Luis Vicent, a quien él asesinó disparándole seis o siete tiros porque le costó mucho morir...».


    A pesar de que José María Requena Marhuenda negó ante el juez militar haber mantenido la conversación citada y la presunta actuación en el tren, ambas acusaciones pasaron a la sentencia y fue condenado a muerte95.


    Otra persona acusada de hallarse implicada en el asesinato de Luis Vicent y de Juan Verdú fue Marcial Pastor Monzó (a) Polaina, quien, de forma sorprendente, no aparece en la relación de autores o sospechosos de la Causa General, ni siquiera en la de los acusados de haber realizado detenciones. La primera acusación contra él procede de la denuncia presentada el 13 de abril de 1939 por Juan Marhuenda Tendero, ya citada, en la que se refiere a las detenciones, entre otros, de Luis Vicent y Juan Verdú, añadiendo: «estos dos asesinados la noche del 22 de septiembre de 1936».


    Pero la acusación más grave procede de la declaración prestada el 15 de abril de 1939 por los chóferes Joaquín Esteve Samper y Vicente Maestre Pérez (a) Machaco, ambos vecinos de Monóvar, en la que dijeron:


    Que haciendo un viaje en el camión de Monóvar a Valencia y compañía de Marcial Pastor (a) Polaina, y durante el viaje de regreso... nos contó en la forma que mató a Luis Vicent, al cual le dio con la culata de una pistola que llevaba un golpe en la cabeza, cayendo al suelo y entonces le remataron, diciéndoles que éste era uno de los que menos les costó en matar, pues a alguno, para matarlos les había tenido que dar hasta catorce tiros, y después machacarles la cabeza con una piedra96.
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    Marcial Pastor Monzó


    (Familia Pastor Caballero)


    

    El propio Marcial Pastor, en su declaración ante el juez instructor militar el día 16 de abril, reconocía haber intervenido en las detenciones de Luis Vicent, Juan Verdú y otros, añadiendo a continuación que «no sabe nada de la muerte de D. Luis Vicent, D. Juan Verdú y D. Rafael Alenda»97.


    Pero en el auto resumen que firma el juez instructor en Novelda el 27 de mayo de 1939, se recogen las anteriores acusaciones que pasan, a continuación, al informe del fiscal y a la sentencia. En el citado auto puede leerse:


    ... Jefe de milicias, miembro de la comisión de requisas e instructor de milicias al servicio de la checa.... Interviniendo en los asesinatos de Luis Vicent Verdú, Juan Verdú Maestre y otros que no pueden precisarse y en la detención de muchas personas de Monóvar, algunas de ellas condenadas por el tribunal popular y presas hasta la liberación...98.


    Así pues, de la lectura de los párrafos anteriores puede deducirse que existen dudas razonables sobre el número y la identidad de los que intervinieron o presenciaron la muerte de las víctimas de la saca del 22 de septiembre. Siguiendo el relato de la confesión de francisco Martínez Marco, estuvieron presentes y actuaron en los dos viajes efectuados: un miliciano de Elda, que no se identifica, cuatro milicianos de Monóvar, tres de éstos ausentes y el cuarto, el declarante, detenido y procesado, y un chófer, a quien francisco Martínez Marco no identifica99; pero en otro sumario se apunta hacia Ginés Esteve Amorós, del que en un informe emitido por el Ayuntamiento de Monóvar el 16 de abril de 1939 se decía «que intervino en el asesinato de D. Juan Verdú Maestre y de D. Luis Vicent Verdú la noche del 22 al 23 de septiembre de 1936, en la carretera de Elda a Villena... Para hacer esta clase de “servicios” se prestaba voluntario y luego alardeaba de su gran valentía»100. Asimismo lo inculpa en los mismos sucesos Miguel Pina Mirambell (yerno de D. Juan Verdú Maestre), quien en su declaración, prestada en Monóvar el 23 de noviembre de 1940, decía:


    ... Formó parte de la checa local como chófer al servicio del Comité de orden público, habiendo tomado parte la noche del 22 al 23 de septiembre en los asesinatos de D. Juan Verdú Maestre y D. Luis Vicent Verdú, en la carretera de Elda a Villena y de D. Manuel Vidal Bonmatí y D. Juan Ramón Gil Torres101 en la carretera de Monóvar a Elda en el año treinta y seis... Todo lo cual sabe por haber presenciado las declaraciones de los chóferes como agente del ayuntamiento102.
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    José María Requena Marhuenda. Miliciano


    (Familia Requena Bernabé)


    

    Testimonios que, habida cuenta de su procedencia, generan también muchas dudas sobre su veracidad. Pero las dudas sobre la intervención de José María Requena Marhuenda y de Marcial Pastor Monzó en estos asesinatos son aún mayores. No encajan ni en las declaraciones de Francisco Martínez Marco ni en las más significativas, las de los familiares de los asesinados. Francisca Gil Rico, viuda de Juan Verdú, refiriéndose a Marcial Pastor Monzó, dice que intervino en la detención pero no en el asesinato de su esposo.


    El fundamento de las acusaciones contra todos los procesados puede hallarse, por una parte, en el ambiente que se creó en la localidad a raíz de los asesinatos y de las circunstancias que envolvieron a los acusados, inmersos en una situación revolucionaria; y por otra, en la categoría de la documentación, con la que se perseguía la aplicación de una justicia vindicativa.


    

    3.2 LA SACA DEL 8 DE OCTUBRE: LAS HERMANAS MERGELINAS


    

    Virtudes y Concepción Cerdán Requena eran hermanas, tenían 54 y 48 años respectivamente, se dedicaban a sus labores y militaban, según la Causa General, en la Derecha Regional Valenciana. No hay constancia de la fecha ni de la razón por la que fueron detenidas; sólo hay una referencia en el informe que emitió FET y de las JONS de Monóvar, el 25 de septiembre de 1939, sobre José Cantó Rico, del que decía:


    ...Es persona de extrema izquierda, afiliado desde antes de iniciarse el Glorioso Movimiento Nacional a la CNT sin ostentar cargo alguno por su poca capacidad, pero exaltaba las masas continuamente. Fue miliciano armado deteniendo a varias personas de orden que más tarde algunas fueron asesinadas, dedicándose a la persecución de toda persona de orden, por ser personas derechistas y religiosas, saqueando algunas casas aprovechándose de aquellas circunstancias... Entre las personas detenidas y saqueadas figuran las hermanas Mergelinas que más tarde fueron asesinadas en la carretera de Sax (Alicante)103.


    La narración de la saca y el asesinato aparece en las declaraciones que realizan en Monóvar, el 9 de mayo de 1939, ante el agente instructor, los detenidos Silvestre Corbí Payá y Antonio Leal Pérez (a) Guilgui. Ambos habían actuado como milicianos y prestado servicios en el control de carreteras y de guardias en la cárcel. Sus declaraciones fueron prácticamente coincidentes; por lo que el relato puede atribuirse a ambos de forma conjunta:


    En los primeros días del mes de octubre de 1936, ambos declarantes y Ramón Botella Sanchís (a) Cabra fueron requeridos por Salvador Giménez (a) El Requinto para hacer una conducción de presos a Villena. Para ello tomaron un coche conducido por Ginés Esteve y se trasladaron a la cárcel de Monóvar en donde Salvador Giménez se entrevistó con Luis Vidal Cerdá (a) Corset y éste les entregó a las detenidas Concepción y Virtudes Cerdán Requena, que fueron conducidas en dicho coche en dirección a Villena. Al llegar a la cuesta de Santa Bárbara, en la carretera de Elda a Sax, se paró el coche diciendo el conductor que había una avería en el motor. Este se apeó y manipuló el motor con el capot abierto. Asimismo se apeó Salvador Giménez, quien después de cruzar algunas palabras con el chófer ordenó que se bajasen los demás milicianos, que iban armados de escopetas y pistolas, y dispuso después que se apearan las detenidas. Inmediatamente se oyó una descarga de pistola hecha por el Salvador Giménez y, a continuación, los milicianos dispararon sus escopetas contra las detenidas, que cayeron muertas en el acto. Después regresaron a Monóvar con el coche. La orden para realizar estos asesinatos les había sido dada en el Ayuntamiento por la Comisión de Orden Público, en concreto por Juan Esteve Sánchez (a) Mandanga, Luis Vidal Cerdá y Joaquín Corbí (a) Cuarteró104.


    

    3.3 LOS ASESINATOS DEL 7 DE NOVIEMBRE. LA TERCERA SACA


    

    En el municipio de Monóvar se cometieron otros tres asesinatos el 7 de noviembre de 1936 en la carretera de Novelda a La Romana. Los asesinados fueron: D.ª Matilde Albert Cabanes, D. Rafael Alenda Valero y D. Emilio Marhuenda Prats y, como en los casos anteriores, la Causa General da la relación de los autores o sospechosos105.


    Dicha relación, como se ha visto en otros casos, presenta dudas sobre su fiabilidad: en primer lugar, dos de los sospechosos se habían exiliado; después, en los sumarios contra los dos que ya habían sido ejecutados cuando se elaboró esta información, no consta que intervinieran en estos asesinatos: José María Requena fue sentenciado a muerte y ejecutado acusado sólo de intervenir en uno de los asesinatos de la noche del 22 de septiembre de 1936, y respecto a Evaristo Maqueda Payá, además de su intervención en la saca del 12 de noviembre del mismo año, tanto los informes de las autoridades locales como los testigos de cargo dicen que intervino «en varios asesinatos» sin más especificaciones106; y por último, Antonio Hurtado Nicolás, el chófer, que se hallaba detenido, fue procesado y condenado a seis años y un día en un Consejo de guerra celebrado en Alicante el 3 de junio de 1941, en cuya sentencia, a pesar de acusársele de un delito de auxilio a la rebelión, no se menciona su intervención en estos asesinatos107.


    Hay constancia, como ya se ha dicho, de que Marcial Pastor Monzó, a pesar de que no figure en las relaciones de la Causa General, intervino en la detención de Rafael Alenda Valero pero no en su asesinato108; y respecto a Matilde Albert Cabanes, según la declaración de Matilde Alfonso Albert y de Elena Albert Cabanes, hija y hermana respectivamente de la primera, la detención la efectuaron «unos milicianos» el 24 de octubre de 1936, siendo el chófer Juan Peinado Pérez109.


    La detención de Matilde Albert Cabanes salpicó también al Dr. D. Francisco Villalta Nebleza, médico forense de la localidad, porque fue acusado por la hija de la detenida y por D. Alejandro Verdú Sotorres, amigo de ambas familias, de falta de diligencia en la atención facultativa el día en que se produjo el encarcelamiento. El Dr. Villalta negó tal acusación en su pliego de descargos e intentó que ratificaran su declaración otros testigos de la visita que realizó a Matilde Albert la primera noche que pasó en la cárcel110.


    Emilio Marhuenda Prats fue detenido en Pinoso el 15 de agosto de 1936. Se había ocultado en casa de su tía Josefa Prats Marhuenda, hermana de su madre. Los datos de la detención constan en las denuncias que pusieron Juan Prats Marhuenda el 23 de mayo de 1939, y Epitacia Martínez Torres, viuda de Emilio Marhuenda, y Josefa Prats Marhuenda, el 4 de junio del mismo año, ante el delegado de información e investigación de FET y de las JONS de Pinoso. Según estos textos, los milicianos, dirigidos por José Vidal Deltell, fueron primero a casa de María Prats, madre de Emilio Marhuenda, y al no encontrarlo marcharon a casa de Juan Prats, que fue detenido por no desvelar el paradero de su sobrino, y por último, a casa de Josefa Prats, la que «atemorizada por la presencia de los milicianos armados con las amenazas de que era objeto, tuvo que descubrir a su sobrino, Emilio Marhuenda Prats». A la mañana siguiente el detenido fue trasladado a la cárcel de Monóvar, a pesar de que José Vidal Deltell, amigo de la familia, había prometido conducirlo a la prisión de Alicante por considerarla más segura que la de la cabeza del Partido Judicial111.


    En cuanto a los asesinatos, sólo hay constancia de una acusación expresa contra un vecino de la localidad, Salvador Giménez Albert (a) Requinto, sobre el que, en un informe emitido el 15 de noviembre de 1939, decía el Servicio de Información de FET y de las JONS local: «... Efectuó detenciones de personas de orden. Autor de varios asesinatos contándose entre ellos los de... Matilde Albert Cabanes, Rafael Alenda, Emilio Marhuenda Prats»112. En cambio la acusación contra Luis Vidal Cerdá (a) Corset era totalmente genérica. Decía un informe de origen y características semejantes al anterior: «Jefe de la Comisión de Orden Público. Actuó en muchísimas detenciones de personas que después fueron asesinadas. Actuó en requisas e incautaciones. Tomó parte en asesinatos»113. Pero, como ya se ha dicho, ambos inculpados habían huido al extranjero.


    El relato más completo de los asesinatos se halla en la declaración de Juan Miguel Navalón (a) el Barquillero, un miliciano de Elda, acusado de haber participado en múltiples asesinatos en los pueblos circundantes. Juan Miguel Navalón se había ocultado en la casa de unos parientes del vecino pueblo de Petrel y allí fue a detenerlo la Guardia Civil de la localidad inducida por varios falangistas de Monóvar que habían obtenido la información de otros presos que se hallaban en la plaza de toros de esta ciudad. La detención se produjo en la madrugada del 13 de agosto de 1939 en Villena, donde la Guardia Civil de Petrel contó con el apoyo de José Fillol Juan y Ramón Carbonell Payá, falangistas de Monóvar, y Juan Rico Fillol, delegado de información de FET y de las JONS de Petrel. El mismo día, Juan Miguel Navalón, en su declaración ante la Guardia Civil, dijo:


    Que calcula que también fue sobre el mes de noviembre del mismo año, sin poder precisar el día, una noche sobre las siete, y en virtud de una llamada telefónica de Monóvar, salieron en un coche para dicho pueblo, conducido por Enrique Navarro, el dicente, Amadeo Gisbert, El Moreno y Ramón González, y al llegar al mismo se dirigieron a la cárcel, procediendo en unión de los dos individuos que ya les habían acompañado enviajes anteriores a sacar de ella a Rafael Alenda, una mujer que se enteró era la señora de Cremón Alfonso (sic), llamada Matilde, y un muchacho joven que no sabe su nombre, ni tiene referencias de quien pueda ser, pero que recuerda que quien abrió la puerta de la cárcel y les hizo entrega de los presos, fue el cabo de los guardias municipales, lo mismo que en los viajes anteriores. Que acto seguido y una vez en su poder los detenidos en el mismo coche que llevaban les hicieron subir en unión de los sujetos del pueblo que les acompañaban, emprendiendo la marcha en dirección a Novelda, y poco antes de llegar a esta ciudad, siguieron por la de La Romana y sobre la mitad del trayecto de ambas poblaciones paró el coche haciendo bajar a los detenidos, y arrimándolos sobre la cuneta abrieron fuego contra ellos matándolos. Una vez efectuado se dedicaron a registrarlos quitándoles los objetos que llevaban consigo, cuya operación realizaron los dos individuos de Monóvar. Que una vez terminado volvieron a Monóvar, donde se apearon los dos individuos de dicho pueblo y continuaron ellos el viaje a Elda, llegando a esta población sobre las diez de la noche114.


    La declaración de Juan Miguel Navalón, al mismo tiempo que narra la comisión de los asesinatos, plantea otra serie de dudas, como se ha indicado antes, ya que la inculpación de los cuatro milicianos de Elda en los asesinatos de la noche del 22 al 23 de septiembre no se ajusta a la declaración de Francisco Martínez Marco sobre los intervinientes en aquellos cuatro asesinatos; a no ser que se estuviera llevando a cabo un cierto ajuste de cuentas entre los milicianos, mediante acusaciones falsas, con la finalidad de aminorar sus responsabilidades a la vez que agravaban las de otros.


    Ciertamente, a la vista de lo expuesto, los sumarios y la documentación judicial, aunque parciales, son la fuente principal y casi única para el conocimiento de los hechos que se estudian aquí; pero el análisis de esta documentación autoriza a concluir también que para el aparato judicial militar franquista, es decir, los auditores de guerra, jueces de instrucción, fiscales y miembros de los Consejos de guerra, no constituía una prioridad el conocimiento exacto de los hechos sino el castigo de los procesados a los que se les imputaban. Era un tipo de justicia fundamentalmente vindicativa y en la vindicación estaban presentes otros elementos presuntamente no justiciables. Además, el Código de Justicia Militar y la legislación complementaria dictada al efecto permitían y avalaban este tipo de actuaciones.


    

    3.4. LA SACA DEL 12 DE NOVIEMBRE


    

    La saca de presos que tuvo lugar en la noche del 12 de noviembre produjo una fuerte impresión en Monóvar por el número de los asesinados y la relevancia social de los mismos. En la documentación judicial se encuentran varias narraciones de lo ocurrido, en gran parte coincidentes, que proceden de las declaraciones de los chóferes, testigos privilegiados de los sucesos115, como ya se ha dicho, y de alguno de los milicianos. En ellas hablan de la preparación de los viajes, del traslado de los detenidos desde las cárceles de Alicante y de Lorca a Monóvar y describen, por último, la ceremonia de los asesinatos. Respecto a la preparación, declara Bartolomé Rico Poveda, chófer y vecino de Elda116:


    Que el día once de noviembre de 1936 recibió órdenes del responsable del Parque Móvil de Elda, al servicio de la CHECA, Emilio Romero Sánchez, de que tuviese su coche preparado, como conductor que estaba al servicio de dicho parque, para hacer un viaje oficial a Monóvar, Alicante y regreso. Que en el coche subieron al emprender el viaje los milicianos Herrero, García y Mateo, que se dirigieron al Cuartel de milicias de Monóvar. Que allí se agregó a la expedición un miliciano de Monóvar, cuyo nombre desconoce, pero que era de estatura regular, más bien delgado que grueso y de una edad aproximada de veinticuatro años.


    De forma paralela declara el miliciano Evaristo Maqueda Payá, vecino de Monóvar, quien decía:


    Que en la mañana del once de noviembre de 1936, por orden de Luis Vidal Cerdá, Presidente de la Comisión de Orden Público se presentó en el Ayuntamiento y allí le dijo que estuviese preparado para después de comer pues tenía que ir a Alicante a traer unos detenidos; que después de comer al presentarse de nuevo en el Ayuntamiento, ya dispuesto para el servicio, además de Luis Vidal se encontraban reunidos Ginés Esteve Amorós, Antonio Llorca Poveda, Salvador Monzó Mondéjar, Marcial Pastor Monzó, Juan Corbí Esteve, Raimundo García Samper, José Payá Gran117, Salvador Giménez Albert, Joaquín Marhuenda y otro apodado “El Francés”, y de Elda los milicianos Herrero, García y Mateo y el conductor Bartolomé Rico Poveda.


    En cuanto a la organización del viaje, el mismo Evaristo Maqueda decía:
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    José Ros Blanes con su familia


    (Archivo Rafael Poveda)


    



    Que Juan Corbí Esteve ordenó que en el coche que conducía Ginés Esteve subieran Salvador Giménez, Antonio Llorca y el declarante así como también Salvador Monzó Mondéjar. Lo que se hizo y se dirigieron directamente a la Diputación Provincial. Que en otro coche conducido por Raimundo García iba Luis Vidal y Juan Corbí. Que en otro tercer coche los milicianos de Elda y uno de Monóvar que no recuerda su nombre.


    Llegados a Alicante, se dirigieron al palacio de la Diputación Provincial, sede del Comité Provincial del Frente Popular, en donde gestionaron la salida de la cárcel de cuatro detenidos de Monóvar. Dice Maqueda Payá:


    Que en la Diputación se reunieron todos y conseguida la autorización correspondiente para el traslado de los detenidos, se dirigieron al Reformatorio de Adultos y allí se hicieron cargo de D. Queremón Alfonso Prats, D. Paulino Verdú Verdú, D. José Ros Blanes y D. Hermelando Bernabé Vidal, conduciéndoles directamente al cementerio de Monóvar118, lo que rectificó inmediatamente el Luis Vidal, diciendo que fuesen trasladados a la cárcel de esta población y añadiendo que para después de cenar se haría la ejecución de los detenidos de que antes se habla.
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    Hermelando Bernabé Vidal con su esposa


    (Archivo Rafael Poveda)


    

    Existe otro testimonio sobre la salida de la cárcel de Alicante de estos cuatro detenidos en la denuncia de Adolfo Flores Medell contra Miguel Villalta Gisbert, a finales de octubre de 1941, expresado de la siguiente forma:


    ...El día 12 de noviembre de 1936, próximamente a las cinco y media de la tarde, hallándome en el local Escuela del “Reformatorio de Adultos” de esta Capital, observé paseándose a mi cuñado juntamente con otros tres detenidos en lo que se denomina «centro» del mencionado Establecimiento. Y como a dicha hora ya estábamos encerrados cada uno en nuestros respectivos departamentos y celdas, llamé a aquél y le hice notar mi extrañeza por estar paseando a tales horas y acompañado de D. Paulino Verdú Verdú, D. José Ros Blanes y D. Hermelando Bernabé Vidal. “Es que nos ponen en libertad y Ros dice que a estas horas no salimos y Paulino también abunda en la misma opinión y como Penalva -el que estaba de Jefe de Servicios- nos responde que ahí fuera hay un amigo íntimo que cuando le veamos nos alegraremos mucho, a pesar de todo no queremos salir sin que antes se nos diga quien es ese amigo, a lo que se niega Penalva”. Al día siguiente y en las primeras comunicaciones de detenidos de Monóvar con sus familiares, supimos que los cuatro precitados habían sido asesinados en el Cementerio de la referida ciudad, juntamente con mi sobrino Queremón y al mismo tiempo que su padre, y también se nos dijo que la orden de libertad la había llevado Villalta, lo que yo creí desde el primer momento porque conocía la animadversión con que distinguía este sujeto a mi pobre cuñado y al Sr. Ros Blanes...119.


    Asimismo, a la puerta del Ayuntamiento habían sido depositados los dos presos trasladados desde Lorca, según la declaración del chófer José Payá Gran. La cena tuvo lugar en la posada de la Tía Remedios, en la calle Mayor, frente a la fábrica de jabones de Luis Marhuenda, y a continuación se llevaron a cabo las ejecuciones. Cada uno de los coches hizo tres viajes, con lo que se nos informa del orden en el que se llevaron a cabo los asesinatos. Los del coche conducido por Bartolomé Rico Poveda fueron:


    ...Sacando al Sr. Ros en primer lugar, que fue conducido al cementerio y entrado a su interior, quedándose como antes el declarante en el coche. Que en este tiempo oyó unos disparos de pistola y que inmediatamente salieron los milicianos del recinto sin el detenido.


    Que de nuevo fueron a la cárcel sacando a D. Hermelando Bernabé, que al llegar al cementerio y apearse del coche el detenido quiso abrazarse a uno de los milicianos implorándoles que no le matasen y ofreciéndoles todo el dinero que quisieran. Que allí descargaron contra él sus pistolas matándole.


    Que nuevamente marcharon a la cárcel sacando a un muchacho joven cuyo nombre no puede precisar120, llevándole también al cementerio, matándole en su interior como al primero.
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    Paulino Verdú Verdú


    (Archivo Rafael Poveda)
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    Queremón Alfonso Prats


    (Archivo Rafael Poveda)
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    José María Vidal Bonmatí


    (Familia Vidal Payá)
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    Queremón Alfonso Albert


    (Archivo Rafael Poveda)


    



    Y los del coche conducido por Ginés Esteve Amorós, según Evaristo Maqueda, fueron:


    ...Sacando a D. Paulino Verdú Verdú lo subieron al coche... Que lo condujeron al cementerio y bajándolo del mismo le dieron muerte a tiros de pistola y de carabina. Que seguidamente hicieron lo mismo con D. Queremón Alfonso Prats y en un tercer viaje con José María Vidal Bonmatí.


    Los coches que realizaron el traslado de los detenidos al cementerio se cruzaron varias veces en sus idas y vueltas, según el testimonio de Bartolomé Rico Poveda.


    Una vez terminadas las ejecuciones, dice Bartolomé Rico que se juntaron en el cementerio cuatro coches: los dos que habían participado en los asesinatos y otros dos conducidos por José Rico Martínez y Raimundo García Samper, en los que habían acudido siete milicianos más a los que Evaristo Maqueda pone nombre: Salvador Monzó Mondéjar, Fermín Jiménez Verdú, Luis Vidal Cerdá, Vicente Barberá Tordera, Jaime Verdú Rico, Enrique Poveda Corbí y el apodado «El Francés». Asimismo se hallaba en el cementerio el sepulturero, Pedro Vázquez Miralles, que había sido requerido por Luis Vidal para que fueran enterrados los cadáveres, pero no pudo efectuarse el enterramiento por la oscuridad de la noche. Ha de hacerse notar que, ni entre los que trasladaron los presos ni entre los que se juntaron después en el cementerio, se hallaba Luis Poveda Jiménez (a) Celestial, incluido arbitrariamente en el sumario en mayo de 1939.


    El testimonio del sepulturero coincide con el de los anteriores declarantes en cuanto al nombre de los ejecutados pero no en lo referente al orden ni a los autores de los asesinatos; tampoco dice cuando ni donde los enterró121.


    En el cementerio estaba presente también Vicente Barberá Tordera, alcalde y presidente del Frente Popular de Monóvar, acompañado por Enrique Poveda Corbí y el chófer José Rico Martínez (a) Campaneta. De la declaración de Vicente Barberá surgen algunas dudas o cuestiones que no quedan suficientemente aclaradas. Dice Vicente Barberá:


    ... Que a la una hora del día trece de octubre [noviembre] de mil novecientos treinta y seis se personó en el cementerio de esta localidad al tener noticias por Juan Corbí de que se iban a efectuar paseos en el citado lugar y vio que a la inmediación del cementerio había un coche parado, junto a él a José [Salvador] Giménez (a) Requinto (sic) con una pistola ametralladora y otro auto que llegó al mismo tiempo, desconociendo a los conductores, y al sorprenderle varios tiros que oyó, dio órdenes a su chófer José Rico (a) Campaneta regresara al pueblo, llamando al día siguiente, de regreso de Alicante, a Luis Vidal, José [Salvador] Giménez (a) Requinto y Juan Corbí, éste último le dijo que él era el que los había traído a los sentenciados a muerte, acompañado de José Esteve Santa, digo Vicente, por orden de la Comisión de Orden Público y una vez aquí pensaron en matarles.
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    Vicente Barberá Tordera


    (Archivo Rafael Poveda)


    
Que en el momento de oír la descarga mataron a Hermelando Bernabé, cuyos conductores del auto de la muerte eran..., acompañados de milicianos de este pueblo [Elda] y de Monóvar, los cuales sacaron de la cárcel de la capital a cuatro presos que mataron, (...) que al pretender aquella noche sacar a cuatro más, lo impidió el que narra, al denunciarlo a la Comisión de Justicia de Alicante122.


    
Según esta declaración, el alcalde y presidente del Frente Popular de la localidad se entera de los asesinatos cuando ya se estaban cometiendo. Hermelando Bernabé fue el tercero y su muerte se produjo de forma distinta a las demás, como se ha dicho, lo que a Vicente Barberá le pasa desapercibido; los asesinados aquella noche no fueron cuatro sino seis que habían sido conducidos a Monóvar desde Alicante y Lorca, lo que en el mejor de los supuestos permite deducir que la autoridad del alcalde y presidente del Frente Popular era poco tenida en cuenta y respetada y que el poder decisorio era detentado por los comités, en este caso, el de Orden Público.


    La nota frívola y desvergonzada en la investigación de los acontecimientos de la madrugada del 13 de noviembre la aporta Enrique Poveda Corbí, de treinta años y militante de la JSU123, quien al ser interrogado respondió:


    Que la noche del doce de diciembre [noviembre] de 1936, sobre las once horas, le invitó Jaime Verdú Rico a pasar la noche en Elda, en la casa de prostitución conocida por MORO NUEVO. Que montó en un coche en el que iba, a más de Jaime Verdú, Vicente Barberá Tordera. Que al llegar a la plaza de toros, con sorpresa para el declarante, el coche se dirigió hacia el cementerio, preguntándoles el por qué se dirigían allí, contestándole que ya lo vería. Que sobre unos ciento cincuenta metros antes de llegar a la puerta del cementerio paró el coche apeándose sus ocupantes. Que a la puerta del cementerio había otro coche parado y que vio a algunos individuos. Que oyó algunos disparos de arma de fuego. Que el Vicente Barberá se acercó hasta el cementerio regresando momentos después y acto seguido volvieron a Monóvar. Que aunque al declarante le constaba que acababan de asesinar a algunas personas no supo los nombres de las víctimas hasta el siguiente día y por rumor público.
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    Enrique Poveda Corbí


    (Archivo Rafael Poveda)


    

    3.5 UN AMAGO DE CHECA: DETENCIÓN Y ASESINATO DE TRES VECINOS DE LA ROMANA


    

    La narración más completa de los hechos se encuentra, como en los casos anteriores, en la declaración de uno de los chóferes que participó en la detención y traslado de las personas hasta el lugar en que fueron asesinadas. Según la declaración de José Verdú Piñero124 en el Reformatorio de Adultos de Alicante, ante el Juzgado Militar, el 17 de abril de 1939:


    ... Un día del mes de octubre recuerda y por desgracia no se le olvidará nunca que fue requerido por Juan Pérez Alfonso [jefe de las milicias de La Romana] para que al anochecer prestara un servicio a casa del de Alted a buscar al finado José Tendero, como así lo hicieron, marchando en vista de que no les abrió las puertas, el declarante quedó con su coche en La Romana, marchando en otro coche que les acompañaba unos sujetos para él desconocidos con dirección a Monóvar; que el Juan Pérez Alfonso le indicó que a la mañana siguiente estuviera dispuesto y efectivamente a la salida del sol fue a buscarle acompañado de Daniel Amorós Amorós, Nicolás Sepulcre Pastor y montando en el coche marcharon a La Romana donde el Nicolás Sepulcre se fue a su casa mientras que el Amorós y el Pérez Alfonso procedieron a la detención de José Tendero y Francisco Quiles Corbí llevándolos al cuartelillo y viendo el que habla que después llevaban a otro vecino llamado Francisco Gómez; que montaron en el coche a dos de los detenidos, o sea al Francisco Quiles y al Francisco Gómez en unión del referido Amorós y Pérez Alfonso, llevándolos a la estación de Monóvar donde les llevaron a una especie de calabozo que tenían allí, regresando el que habla con el coche y referidos individuos a recoger a José Tendero con el que hicieron la misma operación. Que sobre las nueve de la noche del mismo día el Pérez Alfonso con el Daniel Amorós ocuparon nuevamente el coche en unión de Antonio Marhuenda y Sixto Navarro Pérez, ambos vecinos de Monóvar, marchando al cuartel de las milicias donde se les unió otro coche y recogiendo a los detenidos marchó el otro coche que ocupaban milicianos desconocidos para el que habla, a excepción de uno conocido por «Requinto», vecino de Monóvar, delante y el que conducía el que habla detrás, y al llegar a un trayecto entre la carretera de Elda a Novelda paró el coche el que iba delante y apearon del mismo a los tres detenidos y parando el que habla se apeó el Daniel Amorós, el Juan Pérez Alfonso, el Antonio Marhuenda y el Sixto Navarro, sintiendo entonces el que habla detonaciones y en medio del terror que le produjo al ver que disparaban contra los detenidos pudo ver de manera clara y precisa que el Juan Pérez Alfonso y el Daniel Amorós Amorós eran de los que descargaron sus pistolas, suponiendo pero no pudiendo asegurarlo que los otros también lo hicieron pues se fijó en estos dos por lo cerca que lo hacían de los detenidos125.


    Las declaraciones de los familiares de los asesinados y de otros milicianos aportan detalles complementarios sobre las detenciones y asesinatos de los tres vecinos de La Romana, con los que se amplía la descripción de los sucesos; pero al mismo tiempo generan dudas acerca de la fiabilidad de los testimonios: de los familiares, para implicar al mayor número posible de milicianos, y de éstos, para atenuar su participación y delatar a otros.


    Estas declaraciones confirman el intento frustrado de la detención de José Tendero el día anterior; asimismo parece que fue el primero en ser detenido en la mañana del día 6 de octubre, aunque su nuera, Asunción Gómez Mira, dice que cuando fueron a por él ya iba detenido en el coche su propio padre, Francisco Gómez Verdú; en cambio la esposa de éste y madre de Asunción Gómez, Remedios Mira Brotons, cambia el orden de las detenciones; y ambas incluyen entre los milicianos que efectuaron las detenciones a Nicolás Sepulcre Pastor, lo que parece que no es cierto126. El tercero en ser detenido fue Francisco Quiles Corbí, hecho que su esposa, Antonia Escolano Román, narra con precisión, a diferencia del testimonio del chófer citado. Dice Antonia Escolano127:


    ... El día de autos y sobre las 8 de la mañana se hallaba la declarante en su domicilio y en el preciso momento en que su esposo Francisco Quiles se disponía a ir a las faenas del campo, a unos doscientos metros aproximadamente, digo pasos, le salió al encuentro el vecino del pueblo Sixto Pérez Navarro diciéndole que de orden de Juan Pérez Alfonso quedaba detenido para llevarle a Monóvar a prestar una declaración; que en su vista su referido esposo volvió a su domicilio para mudarse de ropa y mientras lo hacía quedaron en la puerta guardándole Daniel Amorós Amorós, el referido Sixto y Juan Pérez Alfonso en unión de otros milicianos, que como quiera que a estos sujetos los había visto pasar en automóvil llevando detenidos a los que fueron muertos en unión de su marido, José Tendero y Francisco Gómez y que los habían dejado en la casilla del control, próxima al domicilio de la que habla y en la carretera de La Romana a Monóvar.


    Según su testimonio, Antonia Escolano durante todo el día 6 de octubre vigiló los pasos de quienes habían detenido a su esposo, diciendo al respecto:


    Que en el mismo día sobre las 12 del día la que habla preguntó al Juan Pérez Alfonso que dónde habían dejado a su marido, manifestándole que estaba en Monóvar y que no sabía el sitio. Que desde aquel momento la dicente procuró seguir de cerca los pasos de los referidos sujetos pudiendo afirmar que al anochecer del mismo día salieron en el mismo coche con dirección a Monóvar y que regresaron a las cuatro y media de la madrugada, si bien en esta vez entraron en el pueblo por distinto camino del de costumbre, o sea por bajo del pueblo, que pudo averiguar que tanto a su marido como a los otros dos los tuvieron detenidos hasta por la noche en una casilla en la estación de Monóvar.


    Respecto a los asesinatos, la declaración del miliciano Antonio Marhuenda Pastor coincide básicamente con la descripción citada del chófer José Verdú Piñero, aunque añade algún detalle de índole personal, buscando su exculpación. Decía Antonio Marhuenda:


    ... Recuerda que en el mes de octubre y en ocasión en que por obligación era miliciano, estando de servicio en el cuartel le ordenó Juan Pérez Alfonso y Daniel Amorós Amorós para que en unión de Sixto Navarro Pérez ocuparan un automóvil para ir a Monóvar a la estación y como el declarante preguntara para qué, le dijo el Juan Pérez Alfonso que era para matar a los tres vecinos del pueblo llamados José Tendero, Francisco Quiles y Francisco Gómez, y como el que habla tratara de no seguirle le amenazó el Pérez Alfonso diciéndole que si no iba harían con él lo mismo; en su vista el que declara accedió y llegando a la estación de Monóvar vio que había allí otro coche conducido por el Requinto y ocupado por unos milicianos de Elda que no conoce y montando a los tres detenidos en aquel coche, se pusieron en marcha dirigiéndose por la carretera de Elda a Novelda, marchando detrás el coche en que iba el declarante conducido por José Verdú Piñero, y ocupado también por los mencionados Pérez Alfonso, Amorós y Sixto Navarro.
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